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Asunción de riesgos y consentimiento  
del damnificado en el Proyecto de Código (*) 

A proposito del “turismo aventura” (1)

Norma O. Silvestre
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El Proyecto de 2012 ha visto que  
sin defecto alguno en la organización  
o en la información, o en la fabricación  
o funcionamiento de las cosas o  
elementos que se utilizan, es decir,  
sin conducta negligente del proveedor 
del servicio, el hecho causante del  
daño igualmente puede  
acaecer.

I. Concepto de turismo aventura

Nos parece pertinente tratar las dos ins-
tituciones del título, que han sido introduci-
das en el Proyecto de Código Civil de 2012, 
arts. 1719, primera parte, y art. 1720, a pro-
pósito de las actividades de turismo aventu-
ra, también llamadas en derecho español, 
actividades recreativas de carácter extrade-
portivo. (2)

Para adentrarnos en el tema, exponemos 
que el turismo aventura, tan en boga en estos 
tiempos, (3) presenta como característica 
más visible, que se practica en la naturaleza, 
utilizando los elementos que ella brinda. De 
allí que una de sus denominaciones es la de 
“turismo en la naturaleza”.

La denominación “turismo de aventura” 
es la más usada en las regulaciones legales y 
a nivel internacional. Denota el componente 
“riesgo”. Según el diccionario de la Real Aca-
demia Española, una de las acepciones de la 
palabra aventura es “Riesgo”, “Peligro inopi-
nado”, “Empresa de resultado incierto o que 
presenta riesgos.”

Otra denominación es la de “turismo eco-
lógico”, porque persigue la compatibilización 
de las actividades propias del turismo aventu-
ra, con el cuidado del medio ambiente.

También se la llama “turismo activo”, por-
que pone el acento en la diferenciación con el 
turismo tradicional, típicamente urbano que 
predominó en el siglo XX (visitar y pernoctar 
en las grandes capitales del mundo).

Nosotros preferimos usar la expresión “tu-
rismo aventura”, porque nos parece la más 
representativa del contenido de la actividad, 
y es la que generalmente se utiliza en nuestro 
país.

Comprende:

- A las actividades físicas o deportivas reali-
zadas en el medio natural (aire, mar y tierra).

- Que son practicadas con finalidad de ocio 
o recreo

- Existe riesgo o peligro o posibilidad cierta 
(estadísticamente), de producción de daños.

Una definición abarcativa la encontramos 
en el decreto de 2008 de Aragón, España, que 
dice:

“Se consideran empresas de turismo activo, 
aquellas dedicadas a proporcionar en forma ha-
bitual y profesional, mediante un precio, activi-
dades turísticas de recreo, deportivas y de aventu-
ra, que se practiquen sirviéndose básicamente 
de los recursos que ofrece la propia naturaleza en 
el medio en que se desarrollan, sea éste aéreo, 
terrestre de superficie, subterráneo o acuático, 
y a las que les es inherente el factor riesgo o cier-
to grado de destreza para su práctica”.

Pese a la existencia de este factor de riesgo 
o peligro, muchas veces se oferta como una 
actividad lúdica en tiempos de ocio, segura y 
carente de peligros.

Veamos unos ejemplos en Argentina.

“Saltar al vacío ya no es sólo para intrépi-
dos. Cada vez más popular y accesible, esta 

práctica es considerada hoy como el de-
porte aéreo más seguro. Lo más parecido a 
volar al alcance de todos” (Diario La Nación 
1/7/07)

“¿Sabías que vos también podés subir al 
Aconcagua? Sí, nosotros podemos ayudarte a 
transformar tus sueños de aventura en reali-
dad” (Diario la Nación 22/2/09)

En general las actividades que se practican 
en el turismo aventura se realizan en tiempos 
de ocio, no tienen reglamentación fija, ni vin-
culación a entes oficiales. Ej.: barranquismo 
o canyoning (4), puenting o bungee-jumping (5), 
actividades aéreas como ser paracaídas, pa-
rasailing, aladelta, parapente, globos. (6)

A su vez las personas que las practican, lo 
hacen con el fin de experimentar diferentes 
sensaciones:

- de placer y satisfacción, de riesgo y peli-
gro, de conquista de lo inexplorado

- de enfrentarse a nuevos retos por el es-
fuerzo físico que implican

- de lograr el control de las emociones y de 
esta manera la autorrealización.

II. Distinción entre deportes extremos o peligro-
sos y las actividades turísticas de aventura

Todas las características enunciadas, lle-
varon a hacer una distinción entre deportes 
extremos (o peligrosos) y las actividades tu-
rísticas de aventura. (7)

En nuestro país, expresamente en algunas 
regulaciones sobre turismo aventura de Esta-
dos provinciales, se hace la distinción entre 
“deporte aventura” y “turismo aventura”. (8)

La distinción se basa en el carácter com-
petitivo y profesional de los deportes, en con-
traposición con el carácter recreativo y co-

mercial de las actividades, en el caso del tu-
rismo aventura.

III. Consecuencias de la distinción

Los deportistas, que son profesionales y ex-
pertos, cuentan con un completo conocimien-
to de las probabilidades de accidentes que los 
acechan, conocen su capacidad, su resisten-
cia y las medidas de seguridad a aplicar.

En cambio, los participantes de las activi-
dades de turismo aventura conocen parcial-
mente, o ignoran, los peligros y accidentes 
probables; generalmente desconocen su ca-
pacidad física y su rendimiento.

Se presenta la oposición entre profesio-
nales (los deportistas) y simples aficionados 
(practicantes de las actividades de turismo 
aventura).

Es así que todo deportista asume el riesgo 
de sufrir un daño, siempre que se trate de los 
riesgos propios y específicos de la actividad 
deportiva.

En el turismo aventura, tratándose de una 
actividad voluntaria, de ocio, recreacional, 
¿hay asunción de riesgos por el participante?

En caso afirmativo, ¿Qué características 
debe tener esa asunción de los riesgos?

IV. La asunción de riesgos

En el derecho de la responsabilidad civil, 
cuando se habla de “asunción de riesgo”, se 
alude a la problemática que suscita la inter-
vención concreta de la víctima en un aconte-
cer arriesgado, desenvuelto por otro. (9)

Se utiliza también la expresión “acepta-
ción del riesgo por parte de la víctima”, en-
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(*) Sobre la base del Proyecto de Código Civil y Co-
mercial de la Nación presentado por el Poder Ejecutivo 
Nacional.

(1) Para una descripción más extensa de esta mo-
dalidad turística, ver nuestro trabajo “El turismo de 
aventura. Algunos aspectos jurídicos”, RC y S, La Ley, 
2008; también SILVESTRE, Norma - LIPSCHITZ, 
Mirna-NORIEGA, Gabriel, “La responsabilidad por ac-
cidentes en el turismo aventura”, ponencia expuesta 
en Conferencia Internacional de IFTTA (Asociación de 
Abogados especializados en Derecho del Turismo), San 
Pablo, Brasil, octubre 2011 y conferencia en el Congreso 
Internacional de Derecho Turístico y Medio Ambiente, 
mayo de 2013, Tuxpán, Veracruz México, ambos inédi-
tos. Hacemos constar que son numerosas las provincias 
argentinas que tienen regulación sobre la materia: Mi-
siones, ley 3736/01 de Promoción y Fomento de Empren-
dimientos Turísticos Alternativos; Salta, Res. 444/09 
del Ministerio de Turismo y Cultura; Mendoza, Resol. de 
la Subsecretaría de Turismo nº 492/96, reglamenta las 
Actividades de Turismo de Aventura o y/o no conven-
cional; Jujuy, ley 5372/03 de Turismo Alternativo; Río 
Negro Ley 3883/04, de Turismo Activo; Catamarca, ley 
5007/00 de Turismo Ecológico; Córdoba, ley 8801/99 y 
dec. regl. 818/02; San Juan, ley 7184/02 de las Activida-
des recreativas en contacto con la naturaleza; Chubut, 
ley Nº 4804; Santa Cruz, dec. - reglamentario 3772/07 de 
turismo aventura; Tierra del Fuego-Ley Nº 837/10.

(2) Nota conf. MEDINA ALCOZ, María, “La asunción 
del riesgo por parte de la víctima. Riesgos taurinos y de-
portivos”, Dikynson, Madrid, 2004, pp. 94/96.

(3) Esta modalidad turística se ha convertido en 
uno de los segmentos del mercado de turismo de creci-

miento más rápido. Según la OMT el segmento de via-
jes de aventura crece 13% al año en forma sostenida. 
En el año 2011, a nivel mundial, se habla de una indus-
tria de 89 billones de dólares (fuente informe ATTA 
y AAETAV- Argentina). Actualmente América del 
Sur es el continente con mayor interés por viajes de 
aventura, destacándose Argentina, Chile y Perú, como 
principales destinos de turismo activo. En Argentina el 
70% de los extranjeros busca este tipo de turismo.

(4) Según dec. reglamentario Nº 37.727/07, Pcia. 
de Santa Cruz, es la actividad de carácter recreativo o 
turístico consistente en seguir uno o varios tramos an-
gostos y escarpados del curso de un río, combinando la 
natación y técnicas de escalada en la superación de obs-
táculos naturales que presenta la ruta.

(5) Definición existente en ley de Río Negro Nº 
3883/04: Salto al vacío donde el participante está sujeto 
por una cuerda elástica, que en su otro extremo está an-
clada a una estructura sólida.

(6) Nota: Según ley Río Negro, es el Vuelo deportivo 
o de esparcimiento con utilización de equipos especiales 
para despegar, permanecer y desplazarse en el aire.

(7) Conf. VERDERA SERVER, Rafael, “Una aproxi-
mación a los riesgos del deporte” “http://www.indret.
com.es” www.indret.com.es; MALDONADO RAMOS, Jai-
me, “Responsabilidad por la práctica de deportes de ries-
go”, en Revista jurídica del Deporte, Nº 11 - 2004. p. 240, 
Madrid; SOANE SPIEGELBERG, José Luis, en “Respon-
sabilidad civil en el deporte”, citado por PIÑEIRO SAL-
GUERO, José, en “Accidentes deportivos: lesiones con-
sentidas” en www.Indret.com Barcelona, julio de 2005.

(8) Provincias de San Juan, Ley Nº 7184 art. 4º, y Pro-
vincia del Chubut, ley Nº 4804, art. 3º.

(9) Conf. MEDINA ALCOZ, María, “La asunción del 

riesgo por parte de la víctima. Riesgos taurinos y depor-
tivos”, Dikynson, Madrid, 2004, p. 23.

(10) MEDINA ALCOZ, ob. cit. pp. 24/26.
(11) Conf. ORTI VALLEJO, Antonio, “La responsabi-

lidad civil en la práctica de actividades de ocio peligro-
sas”, en Tratado de la Responsabilidad Civil. Coordina-
dor REGLERO CAMPOS, Fernando, p. 1630. Thomp-
son-Aranzadi S.A., Navarra, 2006; MEDINA ALCOZ, 
María ob. cit. pp. 27/28.

(12) Conforme con la distinción entre riesgos genéri-
cos y específicos, además de autores citados en nota an-
terior KEMELMAJER de CARLUCCI, Aída, su voto en 
autos “Molina Hugo c. Consejo Municipal del Deporte y 
otros”, en Revista Responsabilidad Civil y Seguros 2006-
1367, Suprema Corte de Mendoza sala I, 27/2/06. Dice la 
magistrada que conocer los riesgos genéricos no tiene 
ninguna incidencia en la responsabilidad. Por ejemplo 
saber que viajar en autobús es riesgoso, y no obstante 
subirse a ese medio de transporte, carece de significa-
ción alguna para el régimen de la responsabilidad.

(13) SILVESTRE, Norma O., “El turismo de aventura. 
Algunos aspectos jurídicos”, RC y S, 2008.

(14) MEDINA ALCOZ, en ob. cit. pp. 40/41, dice que 
“en la asunción de riesgo, el daño aparece ligado a una 
conducta de la víctima que lo sufre cuando se expone de 
forma consciente a un peligro típico y específico, sin estar 
obligada a ello... nos aproximamos a este concepto refe-
rido a una constelación de situaciones en las que el daño 
sufrido por la víctima se imputa a su conducta consciente 
y no culposa, y que consiste en la exposición a un riesgo 
actualizado, sin la intervención culpable de su creador”.

(15) ORTI VALLEJO en ob. cit. p. 1630, dice refirién-
dose a las actividades de ocio peligrosas, que los que par-
ticipan en estas actividades buscan el peligro, porque 

en eso consiste la diversión... No estamos ante un mero 
sujeto pasivo de la acción sino ante un protagonista; asi-
mismo ha sostenido MEDINA ALCOZ, en ob. cit., p. 49, 
que la responsabilidad por riesgo creado se aplica a las 
actividades dañosas de riesgo general u ordinario, pero 
no a las de riesgo típico o específico.

(16) KEMELMAJER de CARLUCCI, Aída, su funda-
do voto en la causa “Molina c/ Consejo Municipal de De-
portes y otros”, C.S.J. de Mendoza, sala I, 27/02/2006, 
pto. 4, titulado La asunción o aceptación de riesgos y las 
reglas generales de la responsabilidad civil.

(17) Ver reseña de las diferentes posiciones doctrina-
rias, en MULLER, Enrique C., “La aceptación o asunción 
de riesgos”, en Revista de Derecho de Daños. Eximentes 
de Responsabilidad, t. 1, Rubinzal Culzoni 2006 p. 120; 
KEMELMAJER de CARLUCCI, Aída, su voto en cau-
sa “Molina c. Consejo Municipal de Deportes y otros”, 
C.S.J. de Mendoza, sala I 27/02/2006; BURGOS, Débora 
- MARCHAND, Silvina - PARELLADA, Carlos A., “La 
asunción del riesgo ¿Causa eximente o de justificación?”, 
LA LEY, 2009-E, 1065; AGOGLIA-BORAGINA-MEZA, 
“Responsabilidad por incumplimiento contractual”, re-
impresión, pp. 148/50, Hammurabi, 2003.

(18) Según MEDINA ALCOZ, ob. cit., p. 61, la asun-
ción de riesgo debe diferenciarse de la culpa de la vícti-
ma, porque si bien se encuadra dentro de la noción gene-
ral de “hecho de la víctima”, se diferencia, porque en la 
culpa hay una actuación material del sujeto (añadida), 
que consiste en un estricta negligencia. En cambio en la 
asunción de riesgos falta ese plus de actividad, que es el 
simple hecho de la asunción del riesgo. Es un hecho de la 
víctima privado de componente negligente.

(19) CALVO COSTA, Carlos, “Daño resarcible”, Ham-
murabi, 2005, p. 205 y ss.

tendiendo que existe la voluntad de aceptar 
la exposición a un daño eventual. Víctima y 
agente dañoso esperan que el daño no se pro-
duzca. El objeto del consentimiento que pres-
ta la víctima no es al resultado dañoso, sino a 
la acción arriesgada. (10)

En la asunción o aceptación de riesgos 
nos situamos en la probabilidad de pro-
ducción de un daño. No hay certeza de su 
realización.

En materia de riesgos cabe hacer la distin-
ción entre:

-riesgos genéricos, u ordinarios de la vida, 
que el ciudadano que vive en sociedad no 
tiene más remedio que correr. Ej., el pea-
tón que cruza la calle corre el riesgo de ser 
atropellado.

Son actividades que hacen al diario vivir en 
sociedad y por ello el sujeto está obligado de 
algún modo a realizarlas. La víctima por la ín-
dole propia de la vida moderna, acepta estos 
riesgos, pero ello no elimina la responsabili-
dad del transportista. (11)

En estos casos el conocimiento del peligro 
por la víctima no libera al creador del riesgo.

-riesgos típicos y específicos, la víctima, sin 
estar obligada a ello, se expone de forma 
consciente y voluntaria a un peligro propio y 
específico de la actividad, con previsibilidad 
estadística de producción (ejemplo: en la acti-
vidad de rafting, caer al agua y golpearse con 
piedras, rocas, existentes en el cauce del río 
etc.; en la actividad de trekking o escalamien-

to por terrenos con dificultades geográficas, 
sufrir picaduras de insectos, caídas, fractu-
ras, sufrir vértigo). (12)

Por ello en el turismo aventura consig-
namos en otra oportunidad (13) que habrá 
asunción de riesgos por la víctima, cuando el 
daño venga generado por uno de los riesgos 
típicos y específicos de la actividad y por ello 
previsibles ab initio, ya que pueden acaecer 
normalmente (son estadísticamente previsi-
bles), aun mediante una conducta adecuada 
por parte del prestador u organizador de la 
actividad (sin culpa). (14)

Obsérvese que el desconocimiento de esta 
distinción de los riesgos ha llevado a las re-
gulaciones sobre turismo aventura existen-
tes en las provincias de Mendoza y de Santa 
Cruz, a nuestro criterio equivocadamente, 
a consignar expresamente que se le apli-
can al proveedor las normas del art. 1113 del 
Código Civil, es decir, la responsabilidad 
objetiva por riesgo creado. Ello es injusto 
para el proveedor del servicio, ya que cum-
pliendo con todas las normas de seguridad, 
y sin conducta culpable alguna, los riesgos 
típicos y específicos de la actividad pueden 
desencadenarse y producir daños al parti-
cipante. (15)

V. Las figuras de la asunción de riesgos y el con-
sentimiento del damnificado en el Proyecto de 
Código Civil de 2012

Estas dos figuras no se encuentran trata-
das en el Código Civil vigente, pero han sido 
estudiadas por la doctrina y aplicadas por la 
jurisprudencia, como una eximente total o 
parcial de responsabilidad en sentido amplio.

Con relación a la asunción de riesgos, se ha 
dicho (16) que configura una cuestión jurídica 
de especial dificultad, atento a ser una figura 
heterogénea, nebulosa, dogmáticamente im-
precisa y con fronteras oscilantes.

En cuanto a su naturaleza jurídica, la doctri-
na se ha enrolado en diferentes posturas: (17)

-una eximente asimilándola al hecho de la 
víctima. (18)

-una eximente asimilándola a una causa de 
justificación.

-una causal de exoneración en el ámbito 
de la obligación de seguridad, constituyendo 
una excepción específica a la garantía de in-
demnidad que la caracteriza.

El Proyecto de Código Civil de 2012, en el 
Libro III, título V, trata “La responsabilidad 
civil”. En la sección 3 de ese título, art. 1717, 
se define la antijuridicidad como presupues-
to de la responsabilidad civil, y en los artícu-
los siguientes se legisla sobre las llamadas 
causas de justificación de la antijuridicidad.

Así, el art. 1719 regula la legítima defensa, 
el estado de necesidad y el ejercicio regular 
de un derecho. A continuación, el art. 1719 
1er. párrafo regula la asunción de riesgo, y el 
art. 1720 el consentimiento del damnificado.

Por la sola ubicación en que están coloca-
dos los artículos 1719 y 1720, precedidos de 
la definición de antijuridicidad, (art. 1717), 
se llega a la conclusión de que desde el punto 
de vista de la naturaleza jurídica, tanto a la 
asunción del riesgo como al consentimiento 
del damnificado, el Proyecto 2012 las ha ca-
racterizado como causas de justificación de 
la antijuridicidad.

Transcribimos los arts. 1719 1er párrafo y 
1720

Art. 1719. Primer párrafo: Asunción de ries-
gos: La exposición voluntaria por parte de la 
víctima a una situación de peligro no justifica 
el hecho dañoso ni exime de responsabilidad a 
menos que, por las características del caso, ella 
pueda calificarse como un hecho del damnifica-
do que interrumpe total o parcialmente el nexo 
causal...

Art. 1720: Consentimiento del damnifica-
do: sin perjuicio de disposiciones especiales, el 
consentimiento libre e informado del damni-
ficado, en la medida en que no constituya una 
cláusula abusiva, libera de la responsabilidad 
por los daños derivados de la lesión de bienes 
disponibles.

Ahora bien, ciñéndonos específicamente 
a estos artículos, podemos considerar que 
ambas causas de justificación son especies 
de lo que la doctrina llama el “consentimien-
to expreso o tácito de la víctima” como cau-
sa de justificación de la antijuridicidad. (19)

En la interpretación que propiciamos de 
estos dos artículos del Proyecto 2012, soste-
nemos que en el supuesto del art. 1719 nos en-
contramos ante un caso de consentimiento 
tácito; se da cuando la víctima queda expues-
ta, como consecuencia de su actuación en la 
sociedad, a las situaciones de peligro ordina-
rio que ella presenta. Ej.: viajar en avión, par-
ticipar de un espectáculo masivo, etc.

En cambio, en el supuesto del art. 1720, no 
ubicamos dentro del consentimiento expre-
so de la víctima, quien, en forma voluntaria 
y consciente, sin necesidad de hacerlo por no 
tratarse de actuaciones que exige la vida co-
mún o corriente, participa en una actividad 
de riesgo o peligro.

Quiere decir que no hay una diferencia 
de esencia u ontológica en las expresiones 
“asunción de riesgos” y “consentimiento del 
damnificado”, ya que ambas genéricamente 
se ubican en el ámbito del consentimiento tá-
cito o expreso del damnificado.

El art. 1719, en cuanto no justifica el daño 
ni exime de responsabilidad, salvo que por 
las circunstancias del caso la actuación pue-
da calificarse como hecho del damnificado, 
se refiere a los riesgos genéricos y ordinarios 
que asumen las personas por el solo hecho de 
vivir en sociedad (viajar en tren, avión, etc.).

Por su parte, el art. 1720, al hablar del con-
sentimiento libre e informado del damnifi-
cado, además de receptar los casos clásicos 
enunciados por la doctrina (por ejemplo: con-
sentimiento para intervenciones quirúrgicas, 
para ablaciones y donación de órganos, etc.), 
incluye también a la asunción de los riesgos 
típicos y específicos de las actividades peli-
grosas o riesgosas, que son consentidas ex-
presamente por el damnificado, una vez que 
ha sido debidamente informado de tales ries-
gos inherentes a la práctica de esas activida-
des .

Avala para nosotros esta interpretación el 
que en los Fundamentos del Proyecto de Có-
digo Civil de 2012 se dice escuetamente, con 
relación al consentimiento del damnificado, 
lo siguiente:

“También se incorpora el consentimiento 
libre e informado del damnificado, porque 
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de lo contrario muchos vínculos contractua-
les no serían posibles”.

Consideramos que el legislador de 2012 
ha visto la necesidad de la incorporación de 
estas figuras, porque en la actualidad con-
trataciones como las que tratamos en este 
trabajo carecerían de viabilidad, ya que en 
ellas, con frecuencia, y sin defecto alguno en 
la organización, o en la información, o en la 
fabricación o funcionamiento de las cosas o 
elementos que se utilizan, es decir, sin con-
ducta negligente del proveedor del servicio, 
el hecho causante del daño igualmente pue-
de acaecer.

VI. Validez de la cláusula

Por lo expuesto en el punto anterior,  
la cláusula de asunción del riesgo, en  
las actividades de turismo aventura y de-
portes de alto riesgo, tiene plena validez,  
siempre que se cuente con el consenti-
miento libre e informado del eventual dam-
nificado.

No puede tacharse de abusiva, ya que es 
de la esencia de estas actividades que el par-
ticipante pueda ver comprometida su inte-
gridad física, pero siempre a causa de los 
riesgos propios y específicos del deporte o 
actividad, que con anterioridad deben haber 
sido informados y aceptados.

Los daños resultantes constituyen la de-
rivación normal u ordinaria del tipo de com-
petencia practicada y que forma parte de la 
asunción del riesgo del sujeto frente al de-
porte, no amparado por la obligación de in-
demnidad. (20)

La cláusula es válida sólo cuando el daño 
no exceda el límite del riesgo propio del de-
porte. No lo es, cuando se produce un daño 
adicional, que es lo irrenunciable, lo que no 
cae dentro de la esfera de riesgo propio y ex-
cede lo previsible. (21)

VII. La “asunción de riesgos en el turismo 
aventura”

Para que la asunción de riesgos actúe 
como causal exonerativa de responsabilidad 
del prestador del servicio, debe conectar-
se con la teoría del consentimiento informado 
(22), de manera tal que exista un verdadero 
conocimiento por parte del participante de 
los riesgos propios y específicos de la ac-
tividad de que se trate; y, una vez conoci-
dos, otorgue la posterior aceptación libre y 
voluntaria.

La información completa y detallada de 
los riesgos otorga al participante la posibili-
dad de desistir de la práctica. (23)

La omisión de la información genera la 
responsabilidad objetiva del prestador, 
cuando se materializan los riesgos típicos y 
específicos de la actividad.

La profundidad y el caudal de la informa-
ción a suministrar deberá ser directamente 
proporcional a la entidad del riesgo que se 
asume. A mayor riesgo implícito en la prác-
tica, mayor la extensión de la información a 
brindarse.

VIII. Elementos que debe contener la informa-
ción (24)

-Consignación detallada de todos los elemen-
tos que la integran. No son suficientes cláusu-
las genéricas en las que el usuario manifies-
ta que se le ha informado sobre los riesgos.

-Deben ser adecuadas las circunstancias de 
hecho en que se exige su firma. Ello significa 
que el turista debe tener la posibilidad de no 
realizar la actividad. Debe tener la posibi-
lidad de arrepentirse. Por ejemplo si para 
practicar la actividad es trasladado a un 
lugar lejano y carente de transporte, (zona 
montañosa, de ríos), como generalmente 
ocurre, no tendría la posibilidad de desistir 
de la práctica, ya que debería permanecer 
en un área totalmente desolada, abandona-
do a su suerte.

-Deben estar expresamente resaltados los pá-
rrafos que se refieren a los riesgos inherentes a 
la actividad y que acepta el participante.

-Debe estar informado incluso de la posibili-
dad de muerte del participante, cuando exista 
esa posibilidad.

-Los prestadores de la actividad deben repa-
sar con los participantes las medidas de seguri-
dad y riesgos posibles de ocurrir.

-Deben constar los conocimientos y/o habi-
lidades y/o requisitos mínimos exigidos que 
debe cumplir el participante.

- Se deben consignar las patologías preexis-
tentes, que podrían desaconsejar la práctica.

Desde el punto de vista legal, contar con 
la instrumentación del consentimiento del 
participante puede significar la completa li-
beración del proveedor.

Respecto del caudal de la información a 
brindar, consideramos completa la regula-
ción de la ley mexicana Nº 11 de la Secreta-
ría de Turismo-año 2002 en el título 5 “Dis-
posiciones generales de información y segu-
ridad al turista”, especialmente los arts. 5.1, 
5.1.2., 5.1.4, 5.1.5. y 5.1.6., ya que contienen 
muchos de los requerimientos que estamos 
describiendo.

Son de resaltar, también, las normativas 
de las comunidades autónomas de España, 
especialmente de Andalucía (dec. 20/2002, 
art. 29), y de Castilla y León (96/2007). El 
art. 10 de esta última establece que, por ra-
zones de seguridad, los responsables de las 
empresas de turismo activo, podrán limitar 
e incluso prohibir la participación en las ac-

tividades, o en determinada parte de ellas, a 
las personas que no reúnan las condiciones 
físicas o psíquicas adecuadas para cada tipo 
de actividad y persona). (25)

IX. Normativa en Argentina

Por las características de su territorio y 
recursos naturales, muy aptos para estas 
actividades, en casi todas las provincias ar-
gentinas existen leyes, decretos o resolucio-
nes administrativas que regulan la activi-
dad. (26)

No hay legislación de carácter federal.

En los aspectos que estamos conside-
rando las previsiones legales son bastante  
insuficientes con relación al deber de infor-
mación, especialmente la omisión de exi-
gir a los prestadores la indicación expresa  
de los riesgos y accidentes típicos de la 
actividad, de consignar las habilidades y  
destrezas requeridas al participante, de 
obtener información sobre los anteceden-
tes de salud de los mismos, entre otras omi-
siones.

Existe una excepción que es la ley del año 
2010 de la Provincia de Tierra del Fuego, 
Antártida e Islas del Atlántico Sur, Nº 837, 
que exige expresamente en el art. 18, den-
tro de “Las obligaciones de los Operadores 
de Turismo Aventura brindar adecuada in-
formación respecto de los riesgos; debe ob-
tener el consentimiento expreso del parti-
cipante para realizar la actividad; obtener 
declaración jurada respecto del estado de 
salud del mismo, con indicación expresa de 
antecedentes en distintas patologías. Asi-
mismo se establece, a cargo del operador de 
la actividad, una obligación de seguridad en 
cuanto a la preservación de la integridad fí-
sica de los participantes, que abarca el fun-
cionamiento adecuado de los materiales y 
equipos provistos, la correcta organización 
de la actividad en cuanto a elección de luga-
res y circunstancias de tiempo para su desa-
rrollo, los procedimientos de rescate en caso 
de accidentes, posibilidad de evacuación, y 
habilitación correcta de los instructores o 
expertos.

Son de resaltar también, como muy com-
pletas, las Normas de calidad IRAM, ela-
boradas en el año 2007 y aprobadas por el 
Ministerio de Turismo en el año 2008, para 
algunas actividades de turismo aventura.

X. Conclusiones

* En las actividades recreativas de turismo 
aventura y en los deportes extremos, es váli-
da la asunción del riesgo por el participante, 
cuando el daño venga generado por uno de 
los riesgos típicos y específicos de la actividad 
y por ello previsibles ab initio, ya que pueden 
acaecer normalmente, aun mediando una 
prestación adecuada (eficiente) por parte 
del prestador.

* Los riesgos típicos y específicos son los 
daños estadísticamente previsibles en cada 
actividad, por su frecuencia de producción.

* El Proyecto de Código Civil de 2012, en 
los arts. 1719 y 1720, introduce en el Códi-
go Civil las instituciones de la “asunción de 
riesgos” y el “consentimiento del damnifi-
cado”. Las ubica en el campo de la antijuri-
dicidad y como causas de justificación de la 
misma.

*No hay una diferencia de esencia u onto-
lógica en las expresiones “asunción de ries-
gos” y “consentimiento del damnificado”, ya 
que ambas genéricamente se ubican en el 
ámbito del consentimiento tácito o expreso 
del damnificado.

*El art. 1720, del Proyecto, al estatuir que 
el consentimiento libre e informado del dam-
nificado libera de responsabilidad por los da-
ños derivados de la lesión de bienes disponibles, 
además de receptar los casos clásicos enun-
ciados por la doctrina (por ejemplo: con-
sentimiento para intervenciones quirúrgi-
cas, para ablaciones y donación de órganos, 
etc.), incluye también a las actividades de 
Turismo aventura. Apoya esta interpreta-
ción lo expuesto por la Comisión Redactora 
de Proyecto, en los Fundamentos respecto 
de este artículo.

*Para que la asunción de riesgos actúe 
como causal exonerativa de responsabili-
dad del prestador del servicio turístico de 
aventura, debe conectarse con la teoría del 
consentimiento informado, de manera tal que 
exista un verdadero conocimiento por par-
te del participante, de los riesgos propios y 
específicos de la actividad de que se trate; 
y una vez conocidos, otorgue la posterior 
aceptación libre y voluntaria.

*En la República Argentina las regulacio-
nes provinciales sobre turismo de aventura 
son bastante insuficientes con relación al 
deber de información, especialmente la 
omisión de exigir a los prestadores la indi-
cación expresa de los riesgos y accidentes 
típicos de la actividad, de consignar las ha-
bilidades y destrezas requeridas al parti-
cipante, de obtener información sobre sus 
antecedentes de salud, entre otras omisio-
nes. l

Cita on line: AR/DOC/3328/2013
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mas informacion

(20) Conf. WEINGARTEN, Celia, “El riesgo en las 
competencias deportivas y la obligación de seguridad”, 
RCyS, Nº 10, octubre 2012 p. 73.

(21) Conf. WEINGARTEN, Celia, “El riesgo”, ob. 
cit. El comentario de la autora es con relación a un 
caso en que dos automóviles que participaban en una 
competencia en Mendoza colisionaron en una curva y 
quedaron obstaculizando la pista, a un costado de ella. 
La carrera siguió su curso hasta que uno de los corre-
dores fue embestido por un tercer vehículo, sufriendo 
lesiones que ocasionaron su muerte. El tribunal con-
sideró insuficiente la cláusula de asunción de riesgo 
para liberar de responsabilidad a la asociación orga-
nizadora de la carrera por las consecuencias deriva-
das de la muerte del piloto, pues la vida y la integridad 
física son bienes indisponibles, cuya renuncia no es 
admitida por la ley. En contra de la opinión del Tribu-
nal, la comentadora del fallo considera, en opinión que 
compartimos, que sería válida la cláusula, si la muerte 

del piloto se hubiera producido por la colisión de los 
dos automóviles, ya que ello constituye un riesgo in-
herente a la actividad. No lo es, en cambio, la muerte 
debida a fallas en la organización, como fue permitir 
proseguir la carrera permaneciendo los pilotos de los 
automotores chocados en el costado de la pista, ya que 
la defectuosa organización aumentó el riesgo asumido 
por el participante produciendo el desenlace fatal fi-
nal. Asimismo en las XXII Jornadas Nacionales de De-
recho Civil. Comisión de Daños “Asunción de riesgos”, 
en RCyS, 2009-XI-223, se aprobó el siguiente despa-
cho: “1.- En el ámbito de los espectáculos deportivos, 
la posibilidad de invocar la asunción de los riesgos se 
limita a los sujetos que participan en él y no por los 
terceros. Sólo incluye los riesgos propios del deporte 
en cuestión y no los excesivos o extraordinarios. 2.- La 
asunción de los riesgos no releva de los daños deriva-
dos de las deficiencias organizativas o culpas de quien 
controla la actividad”.

(22) Para una visión completa del tema aunque con 
relación a la materia médica ver HIGHTON- WIERZ-
BA, “La Relación Médico-Paciente: El Consentimiento 
Informado”, 2ª ed. actualizada y ampliada, Bs. As., Ad 
Hoc, 2003.

(23) Ver “CNA en lo Civil “Z. L. c. Nieves del Chapel-
co S.A. s/daños y perjuicios”, 06/02/2012”. Se trata de 
un caso en que la víctima practicando canopy en el cerro 
Chapelco (traslado en altura entre árboles unidos por 
cables, sosteniéndose el usuario mediante un sistema de 
arnés y roldanas), sufrió un accidente. Se dijo que si bien 
se adujo la poca frecuencia de accidentes en esta acti-
vidad, la empresa explotadora tenía a su cargo el deber 
de información adecuada y de brindar seguridad... La 
discutida doctrina de la asunción del riesgo, o endilgar 
al hecho o culpa de la víctima una porción de incidencia 
causal, supone en cualquier caso que el dañado asuma 
con “pleno conocimiento” (el destacado con comillas es 
del tribunal) el riesgo de sufrir un daño..., el tema rele-

vante no es el de los riesgos genéricos, sino el de la con-
ducta de la víctima que sufre un daño cuando se ha ex-
puesto en forma consciente a un peligro específico... Ci-
tando a Mayo y Prevot, expresa el Tribunal que no basta 
el conocimiento del daño, sino que debe conocerse tam-
bién la probabilidad aproximada de que se produzca y su 
posible gravedad. Concluyó que la actora no conocía los 
riesgos precisos y que, en consecuencia, la mera partici-
pación en el entretenimiento no puede enervar siquiera 
parcialmente la responsabilidad empresaria.

(24) Sobre la base de lo consignado por GRIESHOP 
CORRADA, Suzen M., “Liability waivers in the Unites 
States travel and adventure sports industry”, en Inter-
national Travel Law Journal, 2006, p. 156.

(25) Para consultar sobre las regulaciones de esta ac-
tividad en España, ver NASARRE SARMIENTO, José 
María, “La regulación jurídica de las empresas de turis-
mo activo”, Ed. Prames, 2008, Zaragoza.

(26) Ver la enumeración de legislación en nota 1.

{ NOTAS } 
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Divorcio
Por presentación conjunta. Desistimiento 
del proceso. Rechazo. Falta de aquiescen-
cia del demandado. 

Véase en esta página, Nota a Fallo

Hechos: Luego de que se dictara sentencia 
de divorcio vincular por presentación con-
junta, pero antes de que adquiriera firme-
za, la cónyuge desistió del proceso y solicitó 
su archivo. La sentencia admitió el desisti-
miento. La Cámara la revocó.

El desistimiento de la acción de divorcio 
vincular por presentación conjunta, for-
mulado luego de que se dictara sentencia, 
pero antes de que adquiriera firmeza, debe 
rechazarse, si no existió aquiescencia del 
restante cónyuge, pues rige respecto de 
los cónyuges el principio de bilateralidad 
del desistimiento, sin que ninguno de ellos 
pueda a su arbitrio abdicar o disponer del 
proceso que es indivisible respecto de los 
dos.

117.446 — CNCiv., sala F, 2013/08/28. - V., C. G. 
c. T. S., F. de C.  s/ divorcio, art. 214, inc. 2º Código 
Civil.

Cita on line: AR/JUR/76836/2013

A la parte vencida.

2ª Instancia. — Buenos Aires, 28 de agos-
to de 2013.

Y Vistos; y considerando:

Vienen estos autos a conocimiento del Tri-
bunal en virtud del recurso de apelación in-
terpuesto por el cónyuge contra el pronun-
ciamiento de fs. 39, en el cual la Sra. Juez de 
grado hace lugar al desistimiento de la acción 
y da por finalizado el proceso de divorcio. 
Presenta el memorial a fs. 49/63, cuyo tras-
lado fue contestado a fs. 65/68. El Fiscal de 
Cámara dictamina a fs. 72/73 propiciando la 
revocatoria.

Cuando los agravios articulados pueden 
ser reparados por vía de apelación no resul-
ta admisible el recurso de nulidad (Rivas, 
Adolfo A., “Tratado de los recursos ordi-
narios”, T. 2, p. 692. Ed. Abaco. Buenos Ai-
res, 1991; Morello-Sosa-Berizonce, “Códigos 
Procesales...”, T. III, p. 258/9, coment. art. 
253, parágrafo III, I. Ed. Lib. Edit. Platense-

Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1988 y sus 
citas). De allí, que habrá de desestimarse 
la nulidad deducida, debiéndose tratar los 
agravios esgrimidos.

Las partes en este proceso realizaron una 
presentación conjunta solicitando el divor-
cio por encontrarse separados de hecho sin 
voluntad de unirse desde hacía más de tres 
años. (art. 204 y 214 inc. 2do. del CPCCN).

A fs. 33 se dicta sentencia, haciendo lugar a 
la demanda y decreta el divorcio vincular de 
C. G. V. y F. del C. T. S. en los términos del art. 
214 inc. 2do. del Cód. Civil. Declara disuelta la 
sociedad conyugal y homologa el acuerdo ce-
lebrado por las partes en el escrito de inicio.

Antes de adquirir firmeza la sentencia, la 
cónyuge desiste del presente proceso y soli-
cita su archivo. La juez de grado hace lugar a 
lo solicitado.

Si bien el fallo plenario citado en el pro-
nunciamiento apelado (M.V c/ Y.F.J.A., del 
30 de agosto de 1985) no es aplicable al caso 
de autos, pues fue dictado para el juicio de di-
vorcio previsto en el art. 67 bis de la ley 2.393, 
sí corresponde tener en cuenta a los fines de 
decidir la cuestión traída a estudio los funda-
mentos allí expuestos.

En efecto, las normas procesales que regu-
lan el desistimiento del proceso (arts. 304 y 
ss.) lo hacen en el marco del proceso conten-
cioso. El art. 304, en efecto, al prever en su 
párr. 2 el desistimiento del actor, después de 
notificada la demanda, exige que se requie-
ra “la conformidad del demandado, a quien 
se dará traslado. ...”. La misma norma aña-
de que si mediare oposición del demandado, 
“el desistimiento carecerá de eficacia y pro-
seguirá el trámite de la causa”. Se reconoce 
que el desistimiento es un acto procesal bila-
teral cuando la demanda ha sido ya notifica-
da, pues, a partir de entonces, no sólo el actor 
sino también el demandado tiene interés en 
su prosecución. Como el desistimiento impli-
ca renuncia de la pretensión procesal -y no 
al derecho alegado como su fundamento- no 
basta la renuncia del actor, pues el demanda-
do también ostenta una pretensión: que la de-
manda sea rechazada. De tal suerte ninguna 
de las partes puede disponer, por sí sola, de la 
renuncia de los actos del juicio (conf., Guasp, 
“Derecho Procesal Civil”, 2ª ed., Madrid, 1956, 
p. 569, citado por el Dr. Eduardo A. Zannoni 
en el fallo plenario citado precedentemente).

El proceso de divorcio por presentación 
conjunta siendo también un proceso volun-
tario, presenta una connotación singular: la 
petición no es divisible, pues atañe a la cons-

jurisprudencia

nota a fallo

distribucion de costas

Desistimiento en la causal objetiva de 
separación de hecho sin voluntad de unirse
Ramiro G. Flores Levalle 

Indica el artículo 304 del Código Procesal 
que “...En cualquier estado de la causa anterior 
a la sentencia, las partes, de común acuerdo, po-
drán desistir del proceso manifestándolo por es-
crito al juez, quien, sin más trámite, lo declarará 
extinguido y ordenará el archivo de las actuacio-
nes. Cuando el actor desistiera del proceso des-
pués de notificada la demanda, deberá reque-
rirse la conformidad del demandado, a quien se 
dará traslado notificándosele personalmente o 
por cédula, bajo apercibimiento de tenerlo por 
conforme en caso de silencio. Si mediare oposi-
ción, el desistimiento carecerá de eficacia y pro-
seguirá el trámite de la causa...”.

De tal modo, el desistimiento del proceso 
es el acto procesal en virtud del cual la parte 
manifiesta expresamente el propósito de no 
continuar el proceso, siendo su efecto el aban-
dono de lo hecho y de la posición asumida en 
el trámite que concluye, con abstracción de 
las razones que lo hayan impulsado. (1)

Aquél podrá ser formulado en cualquier 
estado de la causa anterior a la sentencia, lo 
que implica que no podrá hacerse después 
que el fallo adquirió firmeza, por ambas par-
tes y de común acuerdo, manifestándolo por 
escrito al juez, quien, sin más trámite, lo de-
clarará extinguido y ordenará el archivo de 
las actuaciones.

También podrá realizarse por una sola de 
las partes, como reza la norma transcripta, 
pero cuando el actor lo formulara después de 
notificada la demanda, deberá requerirse la 
conformidad del demandado, a quien se dará 
traslado de dicha presentación notificándo-
selo personalmente o por cédula, bajo aperci-

bimiento de tenerlo por conforme en caso de 
silencio; y que, de mediar oposición, el mismo 
carecerá de eficacia y proseguirá el trámite 
de la causa.

No obstante ello, el Código Civil, como nor-
ma de fondo, ha previsto en el caso del divor-
cio por presentación conjunta un supuesto 
particular de desistimiento al disponer en el 
artículo 236 que si los cónyuges -o cualquiera 
de ellos- no comparecen personalmente a la 
primera audiencia prevista por dicha norma, 
“...el pedido no tendrá efecto alguno...”.

Es claro que, y dado el carácter impera-
tivo de la norma, igual sanción acarreará la 
incomparecencia de una o de ambas partes 
a la segunda audiencia, lo que para la doctri-
na importaría en todos los casos un desisti-
miento tácito, que tampoco impediría el ex-
preso, es decir, que cualquiera de las partes, 
luego de la presentación, antes de la primera 
audiencia, luego de ella, o aún en la segunda, 
desistieran expresamente del proceso, sopor-
tando desde ya las costas que éste irrogue, 
por aplicación de lo que dispone el artículo 73 
del Código Procesal (2) y resaltando que en 
todos los casos dicho desistimiento importa-
rá privar de eficacia a los acuerdos conteni-
dos en la presentación conjunta, sin perjuicio 
de su eficacia probatoria, incluyendo los de 
liquidación -tanto los presentados, como los 
no presentados pero celebrados en ocasión 
de ella-, alimentos y visitas, sin perder de vis-
ta las dudas jurisprudenciales respecto de los 
dos últimos en este tipo de supuestos.

Sin embargo, ha sido conflictiva la proce-
dencia del desistimiento formulado poste-

riormente a la segunda audiencia dispuesta 
por el citado artículo 236 del Código Civil, 
lo que permitido por el fallo plenario de la 
Cámara Civil del 31 de marzo de 1980, (3) y 
bajo el imperio del art. 67 bis de la ley 2393, 
fue dejado de lado contrariamente por igual 
plenario el 30 de agosto de 1985, (4) referi-
do incluso a la misma época normativa, lo 
que denotaba tal conflictividad respecto de 
la cuestión y, por supuesto, fallos plenarios  
sin eficacia actual, a partir del dictado de la 
Ley 26.853.

Ahora bien, el fallo en análisis decide acer-
ca de las condiciones del desistimiento en la 
causal objetiva por separación de hecho sin 
voluntad de unirse, supuesto en el cual se de-
ben conjugar las normas generales indicadas 
con las particulares reseñadas.

Como aquél indica, las partes realizaron 
una presentación conjunta solicitando el divor-
cio por encontrarse separados de hecho sin 
voluntad de unirse desde hacía más de tres 
años (arts. 204 y 214 inc. 2°, Código Civil). An-
tes de adquirir firmeza la sentencia, la cónyu-
ge desistió del proceso, y la Sra. Juez de gra-
do hizo lugar a lo solicitado.

Apelada dicha resolución por el marido, la 
sala hubo de admitir tal recurso, entendiendo 
que el desistimiento debía ser bilateral cuan-
do la demanda ha sido notificada -por lo que 
el desistimiento para gozar de eficacia debía 
contar con la voluntad del esposo-, todo ello 
por aplicación del citado artículo 304 del Có-
digo Procesal, como también por interpretar 
que la instancia había terminado con el dicta-
do de la sentencia, por lo que consideró dicho 
desistimiento extemporáneo.

Sin embargo, no nos convence la doctrina 
que fluye del fallo bajo análisis. Es que para 

apreciar la validez del desistimiento unilate-
ral no puede prescindirse de los principios 
sentados en el citado fallo plenario “M., V. 
C. y F., J. A.” (La Ley, 1985-D, 333), durante 
la vigencia del derogado artículo 67 bis de 
la ley 2393, doctrina que admitió que uno de 
los cónyuges pudiera desistir del juicio de di-
vorcio antes de la realización de la segunda 
audiencia, criterio que, a contrario del fallo, 
resulta aplicable al trámite previsto por los 
artículos 215 y 236 del Código Civil que, por 
guardar esencial similitud, reemplazan en 
sus efectos a la norma derogada.

Y así, “...habrá que reconocer dicha posibili-
dad en este proceso, de características atípicas, 
en el cual, al no existir -en principio- etapas pre-
vias que cumplir con anterioridad al dictado de 
la sentencia y al no ser exigible la intervención 
judicial para apelar a la reflexión de las partes, 
el desistimiento bien puede ser el resultado de un 
nuevo examen acerca de la trascendencia del di-
vorcio y de su conveniencia apreciada en función 
del interés perseguido al solicitarlo voluntaria-
mente...” (5)

Es que hasta el mismo fallo asimila el pro-
ceso de divorcio por presentación conjunta 
con el divorcio por separación de hecho sin 
voluntad de unirse, al indicar que los cón-
yuges habían realizado “...una presentación 
conjunta...” solicitando el divorcio por en-
contrarse separados de hecho, y resalta que 
la sentencia de divorcio en aquel proceso 
había homologado el acuerdo celebrado en el 
escrito de inicio, acuerdos que en este orden 
de ideas sólo cabría admitir a la luz de lo que 
dispone el artículo 236 del Código Civil para 
los primeros.

También merece especial reproche la ca-
tegorización de contencioso al proceso de 
divorcio por separación de hecho para pri-
varlo de la posibilidad del desistimiento 
unilateral.

Dicha concepción es utilizada para soste-
ner que el artículo 304 del Código Procesal 
sólo se refiere a procesos contenciosos, esto 
es, de jurisdicción no voluntaria, por lo que 
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titución del estado de divorciados o al empla-
zamiento en tal estado que es, naturalmente 
indivisible (conf., Díaz de Guijarro, “Tratado 
de Derecho de Familia”, Bs. As., 1953, t. 1, n. 
286; Belluscio, “Derecho de Familia”, t. 1, p. 
51; n. 20, Zannoni, “Derecho de Familia”, t. 1, 
p. 39, n. 19, c.). Se produce, entonces, una si-
tuación análoga a la de los litisconsortes ne-
cesarios, quienes no pueden escindir el litis-
consorcio, pues la legitimación procesal de 
cada uno de ellos es plena y sus facultades, 
dentro del proceso, son totales y no excluyen-
tes (conf. C. Nac. Civ., sala E, 22/10/1970, ED 
38-528; íd., sala B, 15/10/1971, ED 60-248). En 
ese entendimiento ambos cónyuges deberían 
desistir del proceso, o uno de ellos aceptar el 
desistimiento efectuado por el otro (conf. art. 
304 CPCCN.). Dicho en otras palabras: rige 
respecto de ellos el principio de bilateralidad 
del desistimiento, sin que ninguno de ellos in-

dividualmente pueda, a su arbitrio, abdicar 
o disponer del proceso destinado a producir 
un pronunciamiento que interesa también al 
otro cónyuge, y que es indivisible respecto 
de los dos. (Fallo plenario citado preceden-
temente, fundamentos del Dr. Eduardo A. 
Zannoni).

De modo que el desistimiento del proceso, 
si bien es válido en cualquier estado de la cau-
sa anterior a la sentencia, cuando lo es des-
pués de notificada la demanda, su eficacia 
está condicionada, entre otros requisitos de 
forma, a la aquiescencia del demandado, cir-
cunstancia no acontecida en la especie, por 
lo que corresponde rechazar el desistimiento 
de la acción formulado.

A mayor abundamiento, cabe destacar que, 
de acuerdo a lo normado por el artículo 310 

último párrafo del Cód. Procesal, la instancia 
termina con el dictado de la sentencia. Esta 
previsión normativa ha sido producto de la 
reforma introducida por el artículo 2° de la 
ley 25.488, marcando un contraste con el tex-
to modificado que –a diferencia del actual– no 
brindaba precisión acerca de la finalización 
de la instancia y daba lugar a divergencias de 
interpretación.

En el mismo sentido el art. 166 del Cód. 
Procesal (también reformado por la ley 
25.488) establece que pronunciada la senten-
cia concluirá la competencia del juez respec-
to del objeto del juicio y no podrá sustituirla o 
modificarla.

Como en la especie la sentencia ya había 
sido pronunciada, no mucho es menester 
para concluir que el desistimiento efectua-

do resultó extemporáneo, pues una vez que 
la juez dictó la sentencia, rige el principio de 
irretroactividad. Ya no puede volver sobre 
el fondo o, dicho de otro modo, pronunciar-
se sobre aspectos relativos a la decisión en sí 
misma, porque, en tal sentido, ya ha quedado 
agotada su juridicción. (Highton-Areán, Cód. 
Procesal, T. 3, p. 509).

En su mérito, y de conformidad con lo 
dictaminado por el Fiscal de Cámara a 
fs.72/73, se resuelve: Revocar el pronuncia-
miento de fs. 39. En consecuencia, se recha-
za el desistimiento de la acción formulado 
a fs. 38. Costas a la parte vencida (art. 68 
del CPCCN). Regístrese, notifíquese y a la 
Fiscalía de Cámara en su despacho. Opor-
tunamente, devuélvase. — Fernando Posse 
Saguier. — José Luis Galmarini. — Eduardo 
A. Zannoni. l

tratándose de jurisdicción extracontencio-
sa -o voluntaria- nada impediría desistir de 
la petición, como en los procesos de divorcio 
por presentación conjunta.

Pero, entender al proceso de divorcio por 
separación de hecho como contencioso nos 
parece una afirmación dogmática, máxime 
cuando no se realizó reserva de inocencia, o 
no hubo de iniciarse por uno sólo de los cón-
yuges, sino por ambos, en una suerte de pre-
sentación conjunta, como es costumbre en 
nuestros tribunales.

Hoy claramente no existen diferencias con-
sistentes en cuanto al tipo de proceso entre 
los divorcios por presentación conjunta y por 
separación de hecho: sólo se distinguen en la 
celebración de las dos audiencias; sostener lo 
contrario es negar la realidad de la costum-
bre judicial.

Es que vemos a diario que en los divorcios 
por separación de hecho, iniciados por los 
dos cónyuges, ambos se presentan conjun-
tamente -hasta el fallo lo admite- y celebran 
todo tipo de convenios, como lo permite el 
artículo 236 del Código Civil. En dichos ca-
sos no podemos hablar de actor y demanda-
do, por lo que nadie puede apreciar racional-
mente el atribuido carácter contradictorio o 
contencioso. Son claros procesos volunta-
rios en los cuales la diferencia con las pre-
sentaciones conjuntas justifican aún más la 
procedencia del desistimiento: “...pues, al no 
existir en principio etapas previas que cumplir 
con anterioridad al dictado de la sentencia ... el 
desistimiento bien puede ser el resultado de un 
nuevo examen acerca de la trascendencia del 
divorcio y de su conveniencia apreciada en fun-
ción del interés perseguido al solicitarlo volun-
tariamente...”, como sí entendió el fallo cita-
do de la sala I.

Es más, ni siquiera los distingue el Proyec-
to de Reforma del Código Civil y Comercial, 
resultando así el divorcio incausado que pro-
pone una suerte de fusión entre ambos insti-
tutos, lo que reafirma su analogía.

Finalmente, y en cuanto a la finalización 
de la instancia con el dictado de la senten-
cia, lo que según el fallo impediría un desis-
timiento del proceso dictada la misma pero 
no firme ni notificada, viola presuntamen-
te el artículo 166 del Código Procesal. Sin 
embargo, ello no es tal, ya que esa norma 
dispone que concluye la competencia del 
Juez “...respecto del objeto del juicio...” y que 
no podrá sustituir o modificar la senten-
cia, lo que no implica que el desistimiento 
no pueda ser valorado, pues constituye un 
incidente, por tanto plenamente admisible 
aún después de la sentencia, como lo es el 
de nulidad por errores in procedendo dentro 

del plazo que contempla el artículo 170 del 
mismo Código.

Es que el desistimiento carece de eficacia 
cuando se formula después de que el fallo ad-
quirió firmeza, (6) lo que permite formularlo 
al encontrarse pendiente de notificación o el 
término para apelar o mientras es materia de 
recursos o agravios. (7)

Lamentamos por tanto la decisión del fallo 
en análisis en donde priva de eficacia al de-
sistimiento formulado por una parte, que en 
ejercicio de su libertad procesal, bien pudo 
entender inadecuada la decisión de haber ac-
tuado como lo hizo, y como violación de cual-
quier libertad personal, debe movernos a su 
reproche. l

Cita on line: AR/DOC/4290/2013

Retardo de justicia
Procedimiento penal. Afectación del  
derecho a ser juzgado en plazo razona-
ble. Insubsistencia de la acción. Sobre- 
seimiento. 

Hechos: El Tribunal Oral de Menores so-
breseyó al imputado por los delitos de robo 
en grado de tentativa, por insubsistencia de 
la acción penal generada por la afectación 
del derecho a ser juzgado en un plazo razo-
nable. La Cámara de Casación confirmó el 
decisorio.

El acusado debe ser sobreseído por insub-
sistencia de la acción penal generada por la 
afectación del derecho a ser juzgado en un 
plazo razonable, pues se advierte claramen-
te una dilación injustificada en la tramita-
ción del proceso en el que se investiga un 
delito sencillo —en el caso, robo tentado—, 
por sus características y por las circuns-
tancias fácticas de su comisión, y no cabe 
duda de que ello produce una situación de 
incertidumbre en cualquier imputado y en 
las víctimas.

117.447 — CFCasación Penal, sala I, 2013/08/27. 
- J., L. R. A. s/ recurso de casación.

Cita on line: AR/JUR/66222/2013

Buenos Aires, 27 de agosto de 2013.

Resulta:

1°) Que el Tribunal Oral de Menores nro. 1 
de esta ciudad, con fecha 3 de agosto de 2011, 
resolvió por unanimidad “sobreseer a  L. R. 
A. J. en orden a los hechos por los cuales se 
elevó la presente a juicio, que fueron califica-
dos en el requerimiento de elevación, como 
constitutivos del delito de robo en grado de 
tentativa, por insubsistencia de la acción pe-
nal generada por la afectación al derecho que 
posee de ser juzgado dentro de un plazo razo-
nable, sin costas” (cfr. fs. 488/500).

Para resolver como lo hizo consideró que el 
hecho imputado fue calificado en el requeri-
miento de elevación de la causa a juicio como 
robo simple reiterado en dos ocasiones, en 
grado de tentativa, por el que se lo acuso a tí-
tulo de autor; que la acción penal no se extin-
guió en los términos del art. 62 del CP; hizo 
referencia a la opinión de algunos autores, a 
la CN, al PIDCP, a la DADH, a CADH, a juris-
prudencia de la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación, de la Corte Suprema de los Es-
tados Unidos de Norteamérica, de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos y de 
la Corte Europea de Derechos Humanos, a 
informes y observaciones generales, respec-
to del plazo razonable y al instituto de la pres-
cripción y a la relación de ésta con el derecho 
a ser juzgado sin dilaciones indebidas.

Agregó que “puede colegirse que el plazo 
considerado como ‘razonable’ para juzgar 
a un individuo no puede extenderse más de 
doce años”; que la prescripción no es sufi-
ciente para contener toda la garantía a ser 
juzgado en un plazo razonable; que para ana-
lizar el tema, se deben apreciar las circuns-
tancias particulares del caso –complejidad 
de la causa, conducta del imputado y rol asu-
mido por los órganos estatales– y que “aun 
cuando no se han cumplido los plazos lega-
les fijados para la prescripción de la acción 
penal, corresponde –cuando se verifique una 
violación a la garantía mencionada- disponer 
el sobreseimiento del imputado”.

Formuló una diferenciación entre el insti-
tuto de la prescripción por el transcurso del 
tiempo y la duración razonable del proceso y 
concluyó con una referencia a los actos pro-
cesales transcendentales de este proceso que 
esta causa se inició hace más de catorce años; 
que los delitos no revisten mayor compleji-
dad; que el proceso se siguió contra un solo 

imputado y “debían declarar menos de diez 
testigos” y por ello el trámite de esta causa 
“supera un estándar mínimo de razonabili-
dad y, por ende, debe considerarse que la ac-
ción penal en estas actuaciones se ha extin-
guido por no haber actuado el Estado con la 
diligencia necesaria”.

Contra ese pronunciamiento, interpuso 
recurso de casación el Sr. Fiscal General, Ri-
cardo Mariano Farga (fojas 501/509) e invo-
cando los dos incisos del art. 456 del CPPN, 
señaló que se interpretó erróneamente el art. 
361 del mismo ordenamiento legal extendien-
do el beneficio de la liberación en el proceso 
a un supuesto no previsto expresamente por 
la norma.

Hizo referencia a los hechos que se le im-
putan, uno del 25 de septiembre de 1996 y el 
segundo del 6 de diciembre del mismo año; 
que el instituto de la prescripción no es apli-
cable al caso en razón de las constancias que 
surgen del certificado de fs. 482/485; que 
“no existe en nuestra legislación otro ‘plazo 
razonable’ que no sea el que expresamente 
prescribe el artículo 62 inc. 2º del Código de 
fondo” y que cualquier otra insubsistencia de 
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la acción penal que no encuadre en aquél ar-
tículo “constituye una ilegítima creación judi-
cial que no encuentra sustento legal alguno”.

A continuación hizo referencia a fallos del 
Alto Tribunal y señaló que en “Villada de 
García” el 26 de febrero de 1976, no hizo refe-
rencia a la doctrina de Mattei, y “ni siquiera 
menciona el derecho del imputado a un juicio 
razonablemente rápido” y continuó la cita se-
ñalando que “si la investigación de los delitos 
presuntamente cometidos se ha desarrollado 
en forma morosa, no parece solución acorde 
con un correcto y eficiente servicio de justi-
cia, dictar un sobreseimiento definitivo en la 
causa, sino por el contrario es menester to-
mar las medidas conducentes para acelerar 
los trámites y llegar así a determinar con cer-
teza la verdad”, atribuyendo preeminencia a 
la búsqueda de la verdad por sobre el derecho 
a un juicio expeditivo.

Continuó citando a “Pilekas” del 12 de mayo 
de 1977, en que reiteró la doctrina de “Mattei” 
y afirmó que “declara la existencia con jerar-
quía constitucional del derecho del imputado 
a ser juzgado tan rápido como sea posible”, 
pero agregó que “no extrae de tal circunstan-
cia la ilegitimidad del proceso al haber supe-
rado ese plazo, lo cual configuraría la conse-
cuencia jurídica correcta”.

Se refirió a los casos “Mozzatti” y apuntó 
que “se queda de nuevo a mitad de camino”; 
“Kipperband” que señaló que la duración ra-
zonable de un proceso penal, “había que apre-
ciarlo según las circunstancias de cada caso 
en particular”...; “Amadeo de Roth” que ob-
servó que “la declaración de la extinción de la 
acción penal por prescripción, en la medida 
que ella constituye la vía jurídica idónea para 
determinar la cesación de la persecución pu-
nitiva estatal por el transcurso del tiempo y 
salvaguardar de este modo el derecho consti-
tucional de obtener un pronunciamiento judi-
cial sin delaciones indebidas...”; “Egea” y “Ba-
rra”, para finalmente concluir que coincide 
con que todo imputado tiene el derecho a ser 
juzgado en un plazo razonable y sin dilaciones 
indebidas; que el instituto de la prescripción 
es el “adecuado para salvaguardar el derecho 
vulnerado” y la “vía jurídica idónea para de-
terminar la cesación de la potestad punitiva 
estatal por el transcurso del tiempo”.

En cuanto a este caso en concreto, agre-
gó que de los antecedentes certificados a fs. 
482/485 “J. ha cometido una gran cantidad 
de delitos por los que ha recibido condena en 
la mayoría de ellos, hechos que interrumpie-
ron el curso de la prescripción de la acción 
penal en los presentes autos y que impide que 
se lo sobresea por haber transcurrido el tiem-
po necesario sin existir una resolución defini-
tiva” y agregó que la garantía a la celebración 
de un juicio sin delaciones indebidas nunca 
resultó afectada, ya que “de no haber regis-
trado antecedentes condenatorios, el curso 
de la prescripción habría operado a su favor y 
finalmente hubiera resultado sobreseído por 
haber transcurrido el tiempo que la normati-
va penal de fondo prevé en el art. 62 inc. 2º”.

Aseveró que la parte que reclama debe 
haber intentado impulsar el proceso infruc-
tuosamente, a través de las vías que le habi-
lita la ley ritual; que le es exigible una actitud 
diligente; que la alegada insubsistencia de la 
acción penal no constituye legalmente un mo-
tivo de extinción de la acción ni es una causal 
de prescripción conforme lo prevé el art. 62 
del CP; que el plazo razonable, carece en lo 
absoluto de un marco normativo que le otor-
gue un mínimo de certeza, “constituyéndo-
se así la hipótesis en un término sumamente 
vago, de textura por demás abierta”.

Finalmente, concluyó que al momento de 
su detención, en este proceso, el imputado 
falseó su identidad, situación que contribuyó 
junto a la solicitud de paradero del año 1998 

–ver causa nro. 6062 seguida contra el nom-
brado y también recurrida por el suscripto– y 
el cúmulo de causas por las que ha recibido 
condena a que el proceso no fuera resuelto 
con anterioridad, ya sea como consecuencia 
de una sentencia absolutoria, de condena o 
bien a través del instituto de la prescripción.

Dicho recurso fue concedido a fs. 510/510 
vta. y mantenido en esta instancia a fojas 516. 
3º). Superada la etapa prevista en los artícu-
los 465 y 466 del Código de forma (fs. 517), 
quedaron las actuaciones en condiciones de 
ser resueltas.

-II-

La señora jueza Dra. Ana María Figueroa 
dijo:

1º) Que en primer lugar cabe señalar que a 
fin de analizar la sentencia recurrida, la mis-
ma será realizada de acuerdo a los parámetros 
fijados por el Alto Tribunal, con ajuste a la doc-
trina emanada del fallo C.1757.XL “Casal, Ma-
tías Eugenio y otros s/robo simple en grado de 
tentativa causa nº 1681” (CSJN rta. el 20/9/05), 
en el sentido de que el tribunal de casación  
“...debe agotar el esfuerzo por revisar todo lo 
que pueda revisar, o sea, por agotar la revisión 
de lo revisable...el art. 456 del Código Procesal 
Penal de la Nación debe entenderse en el sen-
tido de que habilita a una revisión amplia de la 
sentencia, todo lo extensa que sea posible, al 
máximo esfuerzo de revisión de los jueces de 
casación, conforme a las posibilidades y cons-
tancias de cada caso particular...; y que “...lo 
único no revisable es lo que surja directa y úni-
camente de la inmediación”.

Formulada esta premisa, cabe señalar que 
en el caso hay dos cuestiones que deben ser va-
loradas al momento de dictar sentencia.

La primera de ellas vinculada a la prescrip-
ción o no de la acción penal.

La segunda trata sobre la aplicación o no 
–en este caso concreto- de la garantía que tie-
ne toda persona a ser juzgada en un plazo ra-
zonable y si es posible concluir, como lo hizo el 
tribunal oral, en la insubsistencia de la acción 
penal como consecuencia de una posible afec-
tación al derecho señalado.

2º) Que respecto de la primera cuestión a 
analizar sobre la prescripción de la acción pe-
nal, es aplicable la doctrina sentada en el pre-
cedente de la Sala II “Arano, Miguel Ariel s/
recurso de casación” (causa n° 12.932, reg. n° 
19.641, rta. el 30/12/2011), cuya copia acompaño 
a la presente para que forme parte de la mis-
ma, a fin de evitar repeticiones innecesarias y 
al respecto, el tribunal de grado, previa verifi-
cación de las causales interruptivas deberá, en 
su caso, dictar un nuevo pronunciamiento con 
ajuste a la doctrina aquí establecida.

3º) Que en lo que hace a la doctrina del plazo 
razonable, que es el motivo por el que se plan-
teó el remedio intentado, es necesario seña-
lar en primer lugar la legislación aplicable al 
caso –tanto nacional como internacional–; en 
segundo lugar la jurisprudencia aplicable –de 
la Corte Suprema de Justicia como de la Cor-
te Interamericana de Derechos Humanos– y, 
finalmente, concluir si le es aplicable o no tal 
doctrina a este caso concreto.

4º) Que vinculado con lo expuesto en el pun-
to anterior, es necesario señalar que en Argen-
tina, aun antes de la reforma de la Constitución 
Nacional en 1994, hubo un fuerte reconoci-
miento del derecho internacional sobre los de-
rechos humanos, el que tuvo su correlato en el 
derecho interno, así como en la jurisprudencia 
de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, a 
partir del advenimiento de la democracia.

En este sentido el Alto Tribunal reconoció, 
con anterioridad a la reforma constitucional 
de 1994, que el derecho de los tratados tenía 
primacía sobre el derecho interno, de acuer-
do lo expuesto por el Alto Tribunal en Fallos 

315:1492, en punto a que “la Convención de 
Viena sobre el derecho de los tratados confie-
re primacía al derecho internacional conven-
cional sobre el derecho interno” y agregaron 
que “esta prioridad de rango integra el ordena-
miento jurídico argentino”, para concluir que 
esto es un reconocimiento de la primacía del 
derecho internacional por el propio derecho 
interno.

Posteriormente se reconoció el sometimien-
to del país a la interpretación que en materia 
de Derechos Humanos realiza la Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos, toda vez que 
lo contrario podría implicar responsabilidad 
de la Nación frente a la comunidad internacio-
nal, (Fallos: 317:1282 -considerando 8- y Fallos 
318:514).

Que como consecuencia de este reconoci-
miento de la supremacía del Derecho Interna-
cional por sobre el Derecho Interno, en opor-
tunidad de la reforma constitucional del año 
1994, en el artículo 75 inciso 22 se incluyeron 
once instrumentos sobre derechos humanos 
con jerarquía constitucional, entre los que cabe 
señalar a la “Convención Americana sobre De-
rechos Humanos y el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos”, con el objeto de 
erradicar cualquier tipo de discriminación así 
como para garantizar el principio de igualdad, 
el goce de los derechos esenciales del hombre y 
el respeto a la dignidad humana.

Que el reconocimiento de estos ordenamien-
tos es de gran importancia, porque de tolerar 
prácticas contrarias a tales preceptos, se esta-
rían desconociendo los compromisos asumidos 
por el Estado argentino en la materia.

Que para evitar la repetición de conductas 
conculcatorias de tales derechos, los Estados 
Parte se han comprometido en los artículos 
8.1 de la CADH a garantizar, a toda persona, el 
“derecho a ser oída, con las debidas garantías 
y dentro de un plazo razonable, por un juez o 
tribunal competente...” y en el 9.3 y 14:3 c) del 
PIDC y P “Toda persona detenida o presa a 
causa de una infracción penal... tendrá derecho 
a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a 
ser puesta en libertad...” y “a ser juzgada sin di-
laciones indebidas”. De esta manera, su incum-
plimiento genera responsabilidad del Estado 
argentino ante la comunidad internacional.

Desde esa fecha en adelante, se ha evolucio-
nado mucho sobre el tema. La CIDH manifestó 
por primera vez en la opinión consultiva OC-4 
del 19 de enero de 1984 que “El artículo 1.1, que 
es una norma de carácter general cuyo conte-
nido se extiende a todas las disposiciones del 
tratado, dispone la obligación de los Estados 
partes de respetar y garantizar el pleno y libre 
ejercicio de los derechos y libertades allí re-
conocidos ‘sin discriminación alguna’” (Corte 
IDH, Serie A, nº 4, p. 30).

Por esta razón los Estados partes de la Con-
vención se comprometieron a respetar los 
derechos, garantías y libertades, garantizan-
do su ejercicio, a todas las personas que están 
sujetas a su jurisdicción, por lo que resulta de 
aplicación necesaria los referidos artículos 
convencionales.

Que finalmente, en lo que hace a las previsio-
nes normativas de tipo internacional aplicable 
al caso, aunque no incorporados a nuestra CN 
cabe señalar, en consonancia con los instru-
mentos internacionales referidos, que el Esta-
tuto Universal del Juez de 1999 establece en su 
artículo 6º que “el juez debe cumplir sus obli-
gaciones profesionales en un plazo razonable y 
poner en marcha todos los medios necesarios 
que tiendan a la mayor eficacia” y el Estatuto 
Iberoamericano del Juez de 2001, en su artícu-
lo 42, establece que “los jueces deben procurar 
que los procesos o su cargo se resuelvan en un 
plazo razonable...”.

En conclusión, la suscripción de los instru-
mentos mencionados revela el compromiso 
asumido por el Estado –en concordancia con lo 
dispuesto en el artículo 37 del Estatuto del Juez 

Iberoamericano– que en el Estado constitucio-
nal y democrático de Derecho y en el ejercicio 
de su función jurisdiccional, los jueces tienen 
el deber de trascender el ámbito de ejercicio 
de dicha función, procurando que la justicia se 
imparta en condiciones de eficiencia, calidad, 
accesibilidad y transparencia, con respeto a la 
dignidad de la persona que acuda en demanda 
del servicio.

Que esta previsión normativa tuvo su corre-
lato en materia jurisprudencial y, en este sen-
tido, cabe mencionar en primer término a la 
jurisprudencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos.

Al respecto en el caso “Suárez Rosero vs. 
Ecuador” del 12 de noviembre de 1997 –referi-
do a una prisión preventiva- y posteriormente 
en igual sentido en “Baldeón García vs. Perú”, 
del 6 de junio de 2006, señaló que “el principio 
de ‘plazo razonable’ al que hacen referencia los 
artículos 7.5 y 8.1 de la Convención America-
na tiene como finalidad impedir que los acusa-
dos permanezcan largo tiempo bajo acusación 
y asegurar que ésta se decida prontamente. 
En el presente caso, el primer acto de proce-
dimiento lo constituye la aprehensión del se-
ñor Suárez Rosero el 23 de junio de 1992 y, por 
tanto, a partir de ese momento debe comenzar 
a apreciarse el plazo” y a continuación agregó 
–compartiendo el criterio de la Corte Europea 
de Derechos Humanos– que “se debe tomar 
en cuenta tres elementos para determinar la 
razonabilidad del plazo en el cual se desarrolla 
el proceso: a) la complejidad del asunto, b) la 
actividad procesal del interesado y c) la con-
ducta de las autoridades judiciales y, conclu-
yó en este caso, que el Estado de Ecuador vio-
ló en perjuicio de Suárez Rosero el derecho a 
ser juzgado en un plazo razonable o ser puesto 
en libertad en violación a los arts. 7.5 y 8.1 de la 
Convención Americana.

Posteriormente, en “Forneron e hijo vs. 
Argentina”, la Corte Interamericana –con re-
ferencia al caso “Hilaire, Constantine y Ben-
jamin y otros vs. Trinidad y Tobago y Gon-
zález Medina y familiares vs. República Do-
minicana–señaló que “el derecho de acceso 
a la justicia debe asegurar la determinación 
de los derechos de la persona en un tiempo 
razonable. La falta de razonabilidad en el pla-
zo constituye, en principio por sí misma, una 
violación de las garantías judiciales”, reafir-
mando que para determinar la razonabilidad 
del plazo, se deben considerar los siguientes 
elementos: “a) complejidad del asunto; b) ac-
tividad procesal del interesado; c) conducta 
de las autoridades judiciales; y d) afectación 
generada en la situación jurídica de la perso-
na involucrada en el proceso”.

El 28 de noviembre de 2002 el mismo tribu-
nal señaló en el caso “Cantos”, respecto de lo 
previsto en los arts. 8 y 25 de la Convención 
Americana que “Este Tribunal observa al res-
pecto que, en principio, los diez años transcu-
rridos entre la presentación de la demanda del 
señor Cantos ante la Corte Suprema de Jus-
ticia y la expedición de la sentencia de esta úl-
tima que puso fin al proceso interno implican 
una violación de la norma sobre plazo razona-
ble por parte del Estado” y continúa señalan-
do –con cita de la Corte Europea de Derechos 
Humanos– que tanto el Estado como el deman-
dante incurrieron en comportamientos que 
por acción u omisión incidieron en la prolon-
gación de la actuación judicial interna y agre-
garon que “si la conducta del propio interesa-
do en obtener justicia ha contribuido en algún 
grado a prolongar indebidamente la duración 
del proceso, difícilmente se configura en cabe-
za del Estado una violación de la norma sobre 
plazo razonable”.

El 27 de noviembre de 2008, en el caso “Valle 
Jaramillo y otros” el voto concurrente del juez 
Sergio García Ramírez señaló que la Corte In-
teramericana había seguido hasta hoy el crite-
rio adoptado por la Corte Europea de Derechos 
Humanos; y señala los tres datos relevantes y 
agregó –en lo que hace a la conducta procesal 
del interesado–, que se debe distinguir con pru-
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dencia entre las “acciones y las omisiones del 
litigante que tienen como objetivo la defensa 
–bien o mal informada– y aquellas otras que 
sólo sirven a la demora. Por supuesto, no se 
trata de trasladar al inculpado que se defiende 
la responsabilidad por las demoras en el enjui-
ciamiento y, en consecuencia, por la violación 
del plazo razonable”.

A continuación, introdujo un nuevo concep-
to o elemento –para poder evaluar una afecta-
ción al derecho– ,pero no como una forma de 
relevar los elementos anteriores, sino como 
un “plus” que se agrega para la ponderación 
de manera asociada con los otros factores. En 
este sentido apuntó que, como cuarto elemen-
to, debe considerar lo que denominó la “afecta-
ción actual que el procedimiento implica para 
los derechos y deberes –es decir, la situación 
jurídica– del individuo. Es posible que aquél 
incida de manera poco relevante sobre esa si-
tuación; si no es así, es decir, si la incidencia 
crece hasta ser intensa, resultará necesario, 
en bien de la justicia y la seguridad seriamen-
te comprometidas, que el procedimiento corra 
con más diligencia a fin de que en breve tiem-
po –‘plazo razonable’– se resuelva la situación 
del sujeto, que ha comenzado a gravitar seve-
ramente sobre la vida de éste”. Y agregó que 
tal afectación “debe ser actual, no meramente 
posible o probable, eventual o remota”.

Por último, en lo que aquí interesa, agregó 
que se ocupó de este tema con anterioridad en 
los casos “Sawhoyamaxa” (Paraguay), del 29 
de marzo y “Masacres de Ituango” (Colombia), 
del 1 de junio de 2006 y que en el caso “Valle Ja-
ramillo y otros” “la Corte Interamericana ha 
ampliado la consideración del plazo razonable 
e incorporado los elementos de apreciación su-
geridos en los votos personales que mencioné. 
En la base de esta admisión se halla el conven-
cimiento de que al lado de los factores estable-
cidos por la jurisprudencia europea y acogidos 
por la interamericana –o junto con ellos– es in-
dispensable apreciar el daño mayor o menor 
que causa el curso –también mayor o menor– 
del tiempo que transcurre en la tramitación y 
decisión de una controversia o en la definición 
de un obligación o de un derecho”. En ocasio-
nes es irrelevante el tiempo transcurrido para 
la ponderación del daño, en otras “es muy le-
sivo para la víctima”, por ello los tres elemen-
tos primigenios deben ponderarse a la luz del 
perjuicio que se está causando a la víctima. El 
tiempo no corre igual para todos ni los elemen-
tos considerados tradicionalmente para fijar 
la razonabilidad del plazo afectan a todos por 
igual.

Posteriormente, en el caso “Kawas Fernán-
dez vs. Honduras” del 3 de abril de 2009, el 
mismo juez reiteró la necesidad de la agrega-
ción, para el análisis de la afectación al plazo 
razonable, del requisito de la “afectación gene-
rada en la situación jurídica de la persona invo-
lucrada en el proceso” y agregó que “es eviden-
te que no se trata de agregar ‘condiciones’ o 
‘exigencias’ a la ponderación del plazo, sino de 
atraer la observación del tribunal hacia otros 
datos que puedan contribuir al mejor examen 
del asunto”; finalmente agregó que en algunos 
supuestos “no será necesario internarse en el 
análisis de este cuarto dato, como en otros no 
lo ha sido y no lo es emprender el estudio de 
cada uno de los tres restantes elementos” y 
que esta novedad mejora y favorece el estudio 
de casos justiciables y la adopción de las defini-
ciones pertinentes.

Que en cuanto a la legislación local aplicable 
a la materia, cabe señalar que el Código de rito 
no tiene una previsión expresa sobre la dura-
ción que debe tener un proceso, aunque sí lo 
tiene respecto de otras cuestiones, pero vincu-
ladas a este tema.

En primer lugar, el artículo 43 establece que 
“no procederá la acumulación de causas cuan-
do determine un grave retardo para alguna de 
ellas...”; de esta manera se busca salvar el dere-
cho de los imputados a obtener un pronuncia-
miento definitivo de su situación procesal en 
el menor tiempo posible, evitando una demo-

ra perjudicial para el derecho de defensa y un 
obstáculo material a la instrucción.

El artículo 207, establece que “La instruc-
ción deberá practicarse en el término de cua-
tro meses a contar de la indagatoria. Si ese tér-
mino resultare insuficiente, el juez solicitará 
prórroga a la Cámara de Apelaciones, la que 
podrá acordarla...”. Por último prevé para ca-
sos de suma gravedad y de muy difícil investi-
gación, que exceda excepcionalmente de dicho 
plazo. Este artículo, además de resguardar la 
garantía señalada en el punto anterior, esta-
blece el punto a partir del cual comenzaremos 
a computar los plazos, esto es, con el momento 
del cumplimiento de la declaración indagato-
ria, no desde que fue ordenada o ampliada pos-
teriormente, siempre, claro está, para los casos 
en que el imputado no esté detenido, porque en 
este último caso los plazos se comienzan a con-
tar desde la fecha de detención. Similar previ-
sión tiene el artículo 207 bis, pero para el Mi-
nisterio Público Fiscal.

El artículo 316, que trata de la procedencia 
de la exención de prisión, en lo que aquí inte-
resa tiene también una previsión vinculada al 
plazo razonable.

Por otra parte, no puede dejar de mencio-
narse la previsión de la ley 24.390, modificada 
por la ley 25.430, que establece los plazos de 
la prisión preventiva y que, como tal, también 
se vincula con el derecho que tiene toda per-
sona –en este caso detenida– a ser juzgada en 
un plazo razonable. Finalmente, el artículo 360 
establece la posibilidad de unificación o sepa-
ración de juicios “siempre que ella no implique 
un grave retardo”.

Concordantemente con la legislación aplica-
ble al caso –internacional como local y en base 
a la jurisprudencia de la Corte IDH, como la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación Argen-
tina–, este Tribunal dictó la reglas prácticas 
para los delitos complejos y de lesa humanidad 
que también buscan resguardar el derecho que 
tienen tanto los imputados, como las víctimas 
a la conclusión de los procesos penales en un 
tiempo razonable, atendiendo a las caracterís-
ticas y complejidad de cada uno de los casos.

En cuanto a la jurisprudencia local aplica-
ble al caso, me limitaré a referirme a los casos 
“Kipperband”; “Barra”; “Fiszman” y “Losicer” 
(Fallos: 322:360; 327:327; 332:1492 y 335:680, 
respectivamente).

En este sentido, en el caso de Fallos: 322:360, 
los Sres. Jueces Fayt y Bossert, apuntaron que 
la Corte ya se había expedido en el caso “Mat-
tei”, en el sentido que la “garantía constitucio-
nal de la defensa en juicio incluye el derecho de 
todo imputado a obtener un pronunciamiento 
que, definiendo su posición frente a la ley y a la 
sociedad, ponga término del modo más breve a 
la situación de incertidumbre y de restricción 
de la libertad que comporta el enjuiciamiento 
penal” –consid. 5º–. Los jueces Petracchi y Bog-
giano, por su parte, coincidieron en que antes de 
su expresa incorporación a la CN, el “derecho 
invocado ya había sido reconocido por este Tri-
bunal, al interpretar los principios de progresi-
vidad y preclusión como instrumentos proce-
sales concretos destinados a evitar la duración 
indeterminada de los juicios” y concluyeron –en 
ese caso–, que la duración del proceso desde co-
mienzos de 1985 hasta hoy -1999- “resulta, en sí, 
violatoria del derecho del imputado a ser oído 
judicialmente en un plazo razonable”.

Posteriormente en Fallos: 327:327, los jue-
ces Petracchi, Boggiano y Fayt señalaron 
que la cuestión era sustancialmente idéntica 
a la de Fallos: 322:360 y se remitieron a lo allí 
afirmado.

En el caso de Fallos: 332:1492, el Alto Tribu-
nal en su actual composición señaló, con refe-
rencia al caso “Mattei”, que “la prosecución de 
un pleito inusualmente prolongado –máxime 
si tiene naturaleza penal– conculcaría el dere-
cho de defensa del recurrente, en tanto ‘debe 
reputarse incluido en la garantía de defensa 

en juicio consagrada en el art. 18 de la Consti-
tución Nacional el derecho de todo imputado a 
obtener –después de un juicio tramitado en le-
gal forma– un pronunciamiento que, definiendo 
su posición frente a la ley y a la sociedad, ponga 
término del modo más rápido posible a la situa-
ción de incertidumbre de innegable restricción 
que comporta el enjuiciamiento penal” –consid. 
4º–)y agregó que este principio no sólo es un 
corolario del derecho de defensa en juicio, sino 
que “se encuentra también previsto expresa-
mente en los Tratados Internacionales incor-
porados a la Constitución Nacional (arts. 8.1 de 
la CADH y 14.3 del PIDC y P, en función del art. 
75 inc. 22 de la CN y con cita de “Egea” agregó 
que “cualquiera sea el criterio que se adopte 
respecto de la suspensión del curso de la pres-
cripción la duración del proceso penal por [en 
el caso] casi dos décadas, viola ostensiblemente 
las garantías del plazo razonable de proceso y 
del derecho de defensa” –consid. 5º–).

Finalmente, en junio de 2012 en Fallos: 
335:680, la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación apuntó que “...en el estado de derecho 
la vigencia de las garantías enunciadas por el 
art. 8 de la citada Convención no se encuentra 
limitada al Poder Judicial –en el ejercicio emi-
nente de tal función–, sino que deben ser res-
petadas por todo órgano o autoridad pública al 
que le hubieran sido asignadas funciones mate-
rialmente jurisdiccionales” –consid. 8–), para 
concluir que el plazo razonable es una garantía 
exigible en toda clase de proceso; que el trans-
curso de casi veinte años resulta contrario al 
principio de celeridad, economía y eficacia y 
podría “implicar una mengua en la garantía del 
juicio sin dilaciones indebidas”.

Finalmente, para dar acabada respuesta al 
tema, cabe observar las particularidades de 
este caso, para determinar si se afectó o no la 
previsión constitucional, según la cual todo  
imputado tiene derecho a ser juzgado en un 
plazo razonable. En este sentido, cabe señalar 
que en esta causa el imputado fue indagado el 
día 26 de septiembre de 1996 y se amplió la in-
dagatoria el 9 de diciembre del mismo año –fs. 
28/29 vta. y 133/134–. El 23 de abril de 1997 –fs. 
265/265 vta. – se suspendió el trámite de la cau-
sa, por incapacidad mental sobreviniente du-
rante el proceso, hasta el 24 de marzo de 2003 
en que se reabrió la investigación –fs. 289– y se 
requirió la elevación de la causa a juicio el 28 
de mayo de 2003 –fs. 323/327–, calificando los 
dos hechos imputados como tentativa de robo 
simple reiterado en dos ocasiones de los que 
deberá responder a título de autor, fundando 
la requisitoria en la siguiente prueba. Para el 
hecho nro. 1: testimonial del inspector M. A. L.; 
declaración de la damnificada J. E. S. C.; S. N. 
N. –amiga de la damnificada–; el acta de deten-
ción y de dos testigos del procedimiento poli-
cial. Hecho nro. 2: Declaración testimonial del 
agente M. F. G.; del damnificado F. O. P. y de la 
gerente del local Mc. Donalds M. E. N.; el acta 
de detención y secuestro y de los dos testigos 
del procedimiento policial.

La defensora de J., se presentó a fs. 329 –el 6 
de junio de 2003 y solicitó que “a la mayor bre-
vedad, remita estos autos al Tribunal Oral que 
por turno corresponda”.

El 18 de julio de 2003, se le dio entrada en 
el Tribunal Oral de menores y se notificó a las 
partes a los efectos del art. 354 del CPPN –fs. 
335–; el 19 de agosto de 2003 el Sr. fiscal de jui-
cio ofreció prueba consistente en 10 declara-
ciones testificales; incorporación por lectura 
de cuatro informes periciales y de las actas de 
detención y secuestro, copia de los certificados 
de nacimiento y de antecedentes –fs.337–.

Posteriormente –el 11 de agosto de 2003- soli-
citó el Sr. Fiscal de juicio, se cite a las partes en 
los términos del art. 431 bis del CPPN –fs. 338..

La Sra. Defensora Oficial ofreció prueba el 
3 de noviembre de 2003 consistente en cinco 
declaraciones testimoniales que ya habían de-
puesto en autos; tres nuevos testigos y solicitó 
se incorporen por lectura tres informes agre-
gados a las actuaciones –fs. 346–.

Luego de una serie de trámites con motivo de 
la captura del imputado, se presentó el defen-
sor de J. y planteó la extinción de la acción pe-
nal –fs. 478/480. el 2 de junio de 2011. En dicho 
escrito señaló que se vulneró la garantía cons-
titucional de ser juzgado en un plazo razonable 
y que tal extremo se advierte por lo menos en 
dos oportunidades. La primera al suspender-
se el trámite de la causa por imperio del art. 77 
del CPPN, sin “verificarse en autos actividad 
alguna tendiente a determinar el cese o no de 
la incapacidad mental oportunamente decla-
rada, durante aproximadamente cuatro años” 
y la segunda “en tanto desde el cumplimiento 
de las partes del ofrecimiento de pruebas en el 
marco de lo establecido por los artículos 354 y 
355 del CPP, han transcurrido a la fecha siete 
años y siete meses, sin que siquiera se haya fi-
jado la correspondiente audiencia de debate”. 
Agregó además que la causa era sencilla, que J. 
no registra declaraciones de rebeldía y por ello 
no se puede imputar la demora a la conduc-
ta del enjuiciado, señalando que la demora es 
atribuible al tribunal.

Posteriormente, se agregó un certificado de 
antecedentes del imputado, de fecha 12 de abril 
de 2011, que da cuenta de las siguientes conde-
nas: 1º) una por el delito de encubrimiento en 
concurso real con robo en grado de tentativa 
reiterado –dos hechos- que se da por compur-
gada con el tiempo de detención sufrido -3-12-
2003-; 2º) el 21 de marzo de 2001, condenado a 
seis meses de prisión de efectivo cumplimiento 
por ser “autor penalmente responsable del de-
lito de robo en grado de tentativa; 3º) el 19 de 
marzo de 2005, se lo condenó por ser “autor pe-
nalmente responsable del delito de robo simple 
en grado de tentativa a la pena de un año y seis 
meses de prisión de efectivo cumplimiento”, 
declarándolo reincidente; 4º) el 2 de junio de 
2004 por “ser autor penalmente responsable 
del delito de robo simple en grado de tentativa 
a la pena de once meses de prisión de efectivo 
cumplimiento”; 5º) el 21 de octubre de 2003 a 
seis meses de prisión por el delito de daños rei-
terados en dos oportunidades en concurso real 
y se unificó la pena; 6º) el 17 de enero de 2007, 
a un mes de prisión de efectivo cumplimiento 
por el delito de hurto calificado; 8º) el 23 de no-
viembre de 2006, a la pena de cinco meses de 
prisión por ser autor penalmente responsable 
del delito de robo, declarándolo reincidente; 9º) 
el 7 de mayo de 2007, por ser autor “jurídica-
mente responsable del delito de robo en grado 
de tentativa” imponiéndole la pena de tres me-
ses de prisión de efectivo cumplimiento; 10º) el 
9 de octubre de 2007, por el delito de robo en 
concurso real con resistencia a la autoridad 
a la pena de tres meses de prisión de efectivo 
cumplimiento; 11º) el 10 de septiembre de 2008, 
a la pena de dos meses y quince días de prisión 
por considerarlo “autor penalmente respon-
sable del delito de hurto en grado de tentativa 
cometido en forma reiterada (dos hechos); 12º) 
el 18 de diciembre de 2008, por ser autor del 
delito de hurto agravado por haber sido come-
tido con una llave falsa en grado de tentativa a 
cumplir la pena de diez meses de prisión; 13º) 
el 13 de noviembre de 2009, a la pena de seis 
meses de prisión de efectivo cumplimiento por 
considerarlo autor del delito de robo simple en 
grado de tentativa; 14º) el 24 de junio de 2010, 
se lo condenó a la pena de diez meses de prisión 
de efectivo cumplimiento por el delito de robo 
en grado de tentativa; 15º) el 2 de junio de 2003, 
se lo condenó por el delito de robo en grado de 
tentativa en concurso real con resistencia a la 
autoridad a la pena de seis meses de prisión y 
16º) el 28 de agosto de 2000, se lo condenó a la 
pena tres meses y quince días de prisión, por el 
delito de robo en grado de tentativa.

A continuación, el Sr. Fiscal contestó la vis-
ta oponiéndose a lo solicitado por la defensa y 
señaló que “este Ministerio Público coincide 
con el planteo formulado por el señor Defen-
sor Oficial Ad Hoc en cuanto a que todo impu-
tado sometido a proceso penal tiene el derecho 
a ser juzgado dentro de un plazo razonable y 
sin dilaciones injustificadas”, pero agregó que 

 continúa en la página 8
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El Juzgado Nacional de Primera Instan-
cia en lo Civil y Comercial Federal N° 10, 
Secretaría N° 20, sito en Libertad 731 9° 
piso de esta ciudad, informa que la Sra. 
RAFAEL ORLANDO VASQUEZ MONTA-
ÑO, de nacionalidad boliviana con D.N.I. 
N° 94438329 ha iniciado los trámites 
tendientes a obtener la ciudadanía argen-
tina. Por ello cualquier persona que tuviere 
conocimiento de algún acontecimiento 
que estimara podría obstar a dicha conce-
sión, deberá hacerlo saber a este Juzgado. 
Publíquese por dos días. 

Buenos Aires, 16 de octubre de 2013
Guillermo Auterio, sec.

LA LEY: I. 22/11/13 V. 22/11/13 

El Juzgado Nacional de Primera Instancia en 
lo Civil y Comercial Federal N° 5, Secretaría 
N° 9, sito en la calle Libertad 731, piso 10 de 
la Capital Federal, hace saber que, FU XIAO 
con Pasaporte N°: G30426836, de nacio-
nalidad china, de ocupación empleado ha 
iniciado los trámites tendientes a la obten-
ción de la Ciudadanía Argentina. Cualquier 
persona que tuviere conocimiento de algún 
acontecimiento que pudiere obstar a dicha 
concesión, deberá hacer saber su oposición 
fundada al Juzgado. Publíquese por dos ve-
ces, en el lapso de quince días. 

Buenos Aires, 31 de octubre de 2013
Ximena Rocha, sec.

LA LEY: I. 22/11/13 V. 22/11/13 

El Juzg. Nac. de 1ra. Inst. en lo Civ. y Com. 
Fed. Nro. 4, Sec. Nro. 7, informa que RONY 
JAIRO GUTIERREZ YAUSIN, de nacionali-
dad peruana, técnico electrónico, D.N.I. Nro. 
94.053.693, ha iniciado los trámites para 
obtener la ciudadanía argentina. Cualquier 
persona que conozca algún impedimento 
al respecto deberá hacer saber su oposición 
fundada al Juzgado. Publíquese por dos ve-
ces en un lapso de 15 días. 

Buenos Aires, 17 de junio de 2013
Liliana Viña, sec.

LA LEY: I. 22/11/13 V. 22/11/13 

El Juzg. Nac. de 1ra. Inst. en lo Civ. y Com. Fed. 
Nro. 4, Sec. Nro. 8, informa que LISSETT 
SERRUDO LUCERO, de nacionalidad boli-
viana, D.N.I. Nro. 94.181.079, ha iniciado los 
trámites para obtener la ciudadanía argen-
tina. Cualquier persona que conozca algún 
impedimento al respecto deberá hacer saber 
su oposición fundada al Juzgado. Publíquese 
por dos veces en un lapso de 15 días.

Buenos Aires, 18 de junio de 2013
Mariana Roger, sec.

LA LEY: I. 22/11/13 V. 22/11/13

59037/2013. VERA ELBA MARIA s/ 
SUCESION AB-INTESTATO. El Juzgado 
Nacional de Primera Instancia en lo Civil N° 
72, Secretaría Unica de esta Capital Federal 
en autos “VERA ELBA MARIA s/ SUCE-
SION AB-INTESTATO (N° 59037/13)”, 
cita y emplaza por treinta días a herederos 
y acreedores de ELBA MARIA VERA DE 
BARALIC. Publíquese por tres días en dia-
rio La Ley.

Buenos Aires, 22 de octubre de 2013
Daniel H. Russo, sec.

LA LEY: I. 21/11/13 V. 26/11/13 

El Juzgado Nacional de Primera Instancia 
en lo Civil N° 17 cita y emplaza por treinta 
días a herederos y acreedores de MANUEL 
VAZQUEZ CASTRO. El presente edicto de-
berá publicarse por tres (3) días en el diario 
La Ley. 

Buenos Aires, 1 de noviembre de 2013
Mariel R. Gil, sec. int.

LA LEY: I. 21/11/13 V. 26/11/13 

El Juzgado Nacional de Primera Instancia 
en lo Civil N° 17, Secretaría Unica, cita y em-
plaza por treinta días a herederos y acree-
dores de MARGARITA ESTHER RICART. 
Publíquese por tres días en el diario La Ley.

Buenos Aires, 17 de octubre de 2013
Mariel R. Gil, sec. int.

LA LEY: I. 21/11/13 V. 26/11/13 

El Juzgado Nacional de 1ª Instancia en lo 
Civil N° 19, Secretaría única de la Capital 
Federal, cita y emplaza por treinta días a 
herederos y acreedores de JOSE LOPEZ 
y ANA VERONICA ROMERO. El presente 
deberá publicarse por tres días en el diario 
La Ley. 

Buenos Aires, 9 de octubre de 2013
María Belén Puebla, sec.

LA LEY: I. 21/11/13 V. 26/11/13 

El Juzgado Nacional de Primera Instancia 
en lo Civil Número 58 Secretaría Unica, cita 
y emplaza a estar a derecho por el término 
de treinta días a herederos y acreedores de 
SANTIAGO JUAN CARLOS. Publíquese 
por tres días. 

Buenos Aires, 24 de octubre de 2013
María Alejandra Morales, sec.

LA LEY: I. 21/11/13 V. 26/11/13 

El Juzgado Nacional de Primera Instancia 
en lo Comercial N° 21 a cargo del Dr. Ger-
mán M. Páez Castañeda, Secretaría N° 42 a 
mi cargo, sito en M. T. de Alvear 1840 P. 3° 
C.A.B.A., comunica por 5 días que, con fe-
cha 15/10/13 se dispuso la apertura del con-

curso preventivo de ARDENOR S.A. CUIT 
30-70825765-2 (Registro IGJ N° 3069 
– 6/3/03 – L° 20 T. Soc. por Acc.). Síndi-
co: Pablo M. Rufino, Av. Córdoba 1367 p. 
6° CABA; plazo de verificación de créditos: 
11/2/14. Audiencia informativa: 13/11/14, 9 
hs., sala del Juzgado; clausura período de 
exclusividad: 20/11/14. Publíquese por 5 
días en La Ley. 

Buenos Aires, 4 de noviembre de 2013
Guillermo Carreira González, sec.

LA LEY: I. 20/11/13 V. 27/11/13 

El Juzgado Nacional de Primera Instancia 
Civil N° 61, Secretaría Unica, sito en Av. de 
los Inmigrantes 1950, 4° piso, de esta ciu-
dad, cita y emplaza por treinta días a here-
deros y acreedores de IRENE ARFARAZ y 
ANTONIO MIGUEL SANDALIS. Publíque-
se por tres días en el diario La Ley de esta 
Ciudad. 

Ciudad de Buenos Aires, 29 de octubre 
de 2013

Juan Hugo Bustamante, sec. 
LA LEY: I. 20/11/13 V. 22/11/13 

El Juzgado Nacional de Primera Instancia 
en lo Civil Nro. 68, Secretaría Unica, cita 
y emplaza por treinta días a herederos y 
acreedores de la Sra. NILDA RIBAS a los 
efectos de que hagan valer sus derechos. 
Publíquese por tres días en el diario La 
Ley. 

Buenos Aires, 21 de octubre de 2013
Graciela Elena Canda, sec. 

LA LEY: I. 20/11/13 V. 22/11/13 

63510/2013. YOLI MANUEL GERVASIO 
s/ SUCESION AB-INTESTATO. El Juzga-
do Nacional en lo Civil N° 71 cita y emplaza 
por el plazo de treinta días a herederos y 
acreedores de MANUEL GERVASIO YOLI a 
presentarse en autos a fin de hacer valer sus 
derechos. Publíquese por tres días. 

Buenos Aires, 15 de agosto de 2013
Inés M. Leyba Pardo Argerich, sec. int.

LA LEY: I. 20/11/13 V. 22/11/13 

El en lo Civil N° 96 sito en Avda. de los 
Inmigrantes 1950 piso 6°, de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires Juzgado Na-
cional de Primera Instancia, cita y emplaza 
por treinta días a herederos y acreedores 
de KUZIW ELIAS BOGDAN y KOZA-
KIEWICZ MARIA a fin de hacer valer sus 
derechos. Publíquese por tres días en el 
diario La Ley.

Buenos Aires, 10 de octubre de 2013
María Constanza Caeiro, sec.

LA LEY: I. 20/11/13 V. 22/11/13 

edictos
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uno de los remedios para ello es el instituto de 
la prescripción que “constituye la única vía idó-
nea para determinar la cesación de la potestad 
punitiva estatal por el transcurso del tiempo y 
agregó que la cantidad de delitos por los que 
ha sido condenado impiden se lo sobresea por 
el tiempo transcurrido –fs. 486/487 vta. –. Por 
último, luce la resolución que motiva este re-
curso –fs. 488/500–.

Que volviendo al análisis concreto de esta 
causa, es posible señalar, recurriendo a los es-
tándares establecidos por la Corte IDH, que en 
cuanto a la complejidad del asunto, el mismo no 
exhibe ningún tipo de complicación al respec-
to, tomando para ello la conducta descripta en 
el requerimiento de elevación de la causa a jui-
cio, así como su calificación. Además, tampoco 
es posible advertir complejidad alguna de los 
distintos ofrecimientos de prueba que obran 
agregados a las actuaciones, así como diligen-
cia alguna de gran complejidad o que requiera 
trámite burocrático alguno o que justifique por 
el motivo que sea demora alguna. Finalmente, 
es dable señalar que como surge del certifica-
do de antecedentes que obra agregado a estas 

actuaciones y cuya reseña fuera ya referida, 
J. fue condenado en varias oportunidades y en 
distintas jurisdicciones por delitos similares al 
investigado en estas actuaciones y con similar 
grado de complejidad, sin embargo en estas ac-
tuaciones no se llegó a una solución de este tipo 
a pesar del tiempo transcurrido.

En lo que hace al segundo de los requisitos 
–actividad procesal del interesado– tampoco 
es dable observar apelación extraordinaria al-
guna o hecho que permita advertir la existen-
cia de conducta para dilatar el procedimiento 
de manera innecesaria.

Este punto cabe señalar que conforme cons-
tancias de la causa a fs. 329, al contestar la vista 
del requerimiento de elevación a juicio, la de-
fensora instó que a “la mayor brevedad, remi-
ta estos autos al Tribunal Oral que por turno 
corresponda”, es decir, intentó el avance del 
procedimiento.

Respecto del tercer requisito –conducta de 
las autoridades judiciales–, es posible seña-
lar que se advierte claramente una dilación 
injustificada y que –más allá de los motivos 
por los cuales no se haya realizado el juicio 
en esta causa–, no se advierte tanto de las ac-

tuaciones como de lo resolución cuestiona-
da, justificación alguna que permita ver como 
razonable que hechos que tuvieron lugar en 
el año 1996, transcurridos diecisiete años no 
hayan tenido audiencia de debate y tampo-
co se haya dictado sentencia de condena. En 
segundo lugar, y en lo que hace a este tema, 
no puede dejar de mencionarse que el repre-
sentante del Ministerio Público Fiscal que 
hoy recurre tampoco instó el procedimiento 
a fin de que el paso del tiempo obligue a to-
mar decisiones como la que cuestiona. Tam-
poco puede dejar de mencionarse, en lo que 
hace a este punto, que de la certificación de 
antecedentes obrante en estas actuaciones 
se observa que hechos similares a los inves-
tigados en esta causa, en trámite en distintas 
jurisdicciones, han podido llegar a su final, 
con la respectiva sentencia de condena o so-
breseimiento, lo que permite advertir que si 
otros tribunales pudieron terminar los pro-
cedimientos con una sentencia de este tipo, 
no hay motivos para que esta causa no con-
cluyera de igual manera.

Por último, en lo que hace al cuarto requisito 
–afectación generada en la situación jurídica 
de la persona involucrada en el proceso–, no 
cabe duda –por lo obvio de la cuestión- que el 
sometimiento durante casi 17 años a un proce-
so sin que dicha causa haya concluido por una 
sentencia firme, produce a cualquier imputado 
una situación de incertidumbre que de ningu-
na manera puede justificarse. Por otro lado, 
desde el punto de vista de los derechos de las 
víctimas del delito, tampoco es posible encon-
trar justificación alguna para la no conclusión 

del proceso en el que se investiga un delito tan 
sencillo, no sólo por las características del tipo, 
sino por las circunstancias fácticas de su comi-
sión, como por la prueba de autos.

En tales condiciones, propongo al acuerdo, 
confirmar el pronunciamiento cuestionado por 
el Sr. Fiscal General, sin costas (arts. 444, 530 
y 532 del CPPN), e instar a dicho Tribunal Oral 
para que dé urgente trámite a todas aquellas 
causas que por diversos motivos pudieran no 
haberse fallado a la fecha, a fin de evitar el dic-
tado de nuevas resoluciones por los motivos 
expuestos en la decisión cuestionada.

Los señores jueces doctores Raúl R. Madue-
ño y Luis María Cabral dijeron:

Que adhieren a la solución de la jueza que li-
dera el acuerdo.

Lo que así votan.

Por ello, el Tribunal resuelve: Declarar inad-
misible el recurso de casación deducido por el 
Fiscal General a fojas 838/845, sin costas (arts. 
444, 530 y 532 del CPPN).

Regístrese, notifíquese y oportunamente, 
comuníquese a la Dirección de Comunicación 
Pública de la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación (Ley 26.856 y acordada nro. 15/13 de la 
CSJN), a través de la Secretaría de Jurispru-
dencia de esta Cámara. Remítase la presente 
al tribunal de origen, sirviendo la presente de 
atenta nota de envío. — Ana María Figueroa. — 
Luis M. Cabral. — Raúl Madueño. l


